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Ética pública (Continuación)TC "Ética pública (Continuación)"
Sr. PRESIDENTE.- Corresponde continuar con la consideración en particular del dictamen en mayoría y en minoría de las comisiones de Asuntos Constitucionales, de Asuntos Administrativos y Municipales, de Legislación General y de Asuntos Penales y Regímenes Carcelarios en el proyecto de ley en revisión y en distintos proyectos de ley de varios señores senaores sobre ética de la función pública. (Orden del Día Nº 198, Anexo y Complemento)


Por Secretaría se dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).-  (Lee:)
Sr. PRESIDENTE.- En consideración el artículo 1?.


El señor senador Jorge Yoma es el miembro informante de la mayoría en este proyecto de ley.


Escuchamos las propuestas que desee formular el bloque de la mayoría.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: en la última sesión nos referimos a una propuesta formulada por algunos señores senadores cuya inclusión, a juicio de la comisión, no era correcta. Por ello mantuvimos el texto del dictamen de comisión.


Sólo estuvimos de acuerdo con la propuesta del señor senador Villarroel a efectos de eliminar las palabras "físicas" o "física", según corresponda, del artículo 1? del dictamen.

Sr. PRESIDENTE.- Entonces, usted propone que se vote el artículo 1?.

Sr. YOMA.- Sí; con la modificación propuesta por el señor senador Villarroel en el sentido de eliminar del artículo 1? las palabras "físicas" o "física", según corresponda.

Sr. PRESIDENTE.- Es la única modificación aceptada por la comisión para el artículo 1?.

Sr. YOMA.- Sí, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: en principio estamos de acuerdo. 


Pero como criterio de trabajo, sugerimos que antes de votar se lea el artículo a efectos de determinar si estamos absolutamente de acuerdo con el texto.

Sr. PRESIDENTE.-  Perdón, ¿usted propone que se lea cada artículo?

Sr. GENOUD.- No; que antes de ser votado, se lea el texto definitivo del artículo 1?.

Sr. PRESIDENTE.- Con la modificación aceptada por la comisión.

Sr. GENOUD.- Sí; estamos de acuerdo con lo que sostiene el miembro informante.

Sr. PRESIDENTE.- El señor senador Yoma acaba de manifestar que mantiene el dictamen de la mayoría con la eliminación de las palabras "físicas" o "física", según corresponda.


Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: creo que la propuesta del señor senador por Mendoza conlleva simplemente una cuestión de seguridad, porque la observación apuntada por el señor senador Yoma en el sentido de eliminar las palabras "físicas" o "física" coincide exactamente con el texto del artículo 1? que hace apenas media hora nos hizo llegar el bloque de la Unión Cívica Radical.


La propuesta del señor senador por Mendoza tiende a verificar si realmente coinciden ambas redacciones.

Sr. PRESIDENTE.- Por Secretaría se dará lectura al artículo 1?. No perdamos más tiempo.


Se procederá a leer el artículo 1?, en una modificación al estilo de la votación solicitada por la minoría, con la supresión de las palabras "físicas" o "física", según corresponda.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:)

"Artículo 1?.- La presente ley de ética en el ejercicio de la función pública establece un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, designación directa, por concurso o por cualquier otro medio legal, extendiéndose su aplicación a todos los magistrados, funcionarios y empleados del Estado. 


"Se entiende por función pública, toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos."

Sr. PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE.- Queda aprobado el artículo 1?.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: habría que especificar el número de los votos.

Sr. PRESIDENTE.- La votación fue por unanimidad, señor senador.


No se observó ningún voto negativo.

-Se enuncia el artículo 2?.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales.

Sr. YOMA.- Señor presidente: acá vamos a aceptar lo propuesto por los señores senadores Villarroel, Usandizaga y Berhongaray. Se incorpora en el inciso respectivo el adjetivo "republicano" a la expresión "sistema democrático de gobierno" y se eliminan las últimas palabras del inciso: "teniendo como premisa fundamental la lealtad al país y a su pueblo". Al respecto consideramos que constituyen un exceso retórico sin significado jurídico. Como dije, esto responde a lo propuesto por los señores senadores Usandizaga, Villarroel y Berhongaray.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Según la propuesta que me ha llegado recientemente, en este artículo la Unión Cívica Radical incorporaría un inciso más, el i). Quiero saber si es así, porque el dictamen de comisión termina en el inciso h).

Sr. GENOUD.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Lo que pasa es que para este artículo hubo distintas propuestas, algunas de las cuales fueron rechazadas por la comisión; por ejemplo, la modificación propuesta por el señor senador López, que dice: no realizar con motivo o en ocasión del ejercicio de su cargo actos de proselitismo o respaldo directo o indirecto a fuerzas políticas, ni emplear en ellos recursos o medios del Estado, que no fue aceptada. Y hay otro punto que no viene al caso leer, porque la comisión ya lo rechazó.


Con respecto al inciso i), nosotros íbamos a esperar a que se leyera  el artículo para ver si la redacción es adecuada.

Sr. PRESIDENTE.- Señor senador: no voy a permitir que se lean todos los artículos del proyecto de ley. Ustedes tienen sobre sus bancas el dictamen de la mayoría. Hice una excepción con respecto al artículo 1?, por el respeto que le tengo a usted. Usted tiene el dictamen de la mayoría, respecto del cual puede votar en disidencia u opinar sobre él, pero no puede pedir que por Secretaría se lea todo el proyecto de ley.

Sr. GENOUD.- En principio, si el cuerpo lo decide sí se tiene que hacer.

Sr. PRESIDENTE.- Sí, si el cuerpo lo decide. De lo contrario, sería un absurdo leer un dictamen que todos tienen desde hace cinco sesiones y que está sobre las bancas.


Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: lo que sucede es que hace prácticamente veinte minutos la Unión Cívica Radical nos hizo llegar el proyecto de ley -no digo un dictamen de minoría- con algunas advertencias; dice que hay modificaciones que ya han sido aceptadas por la comisión, otras que han sido rechazadas por la comisión y puntos que figuran tal como la comisión los redactó en el dictamen de mayoría.


No tenemos más remedio que pedir que en aquellos puntos sobre los que la Comisión -aparentemente- admitió algún tipo de modificación, sean leídos por Secretaría.

Sr. PRESIDENTE.- Sí, senador Alasino, pero permítame que les aclare a todos lo siguiente.


Acá hay un miembro informante, que es el señor senador Yoma, que defiende el dictamen de la mayoría. Cada vez que cualquier senador, de la oposición o del oficialismo quiera proponer un cambio en el dictamen, el senador Yoma contestará como miembro informante y a continuación someteré a votación la propuesta de éste, que es lo que corresponde reglamentariamente. Porque estamos discutiendo sobre el dictamen de la mayoría y no sobre el que presente hoy la Unión Cívica Radical. Tanto los senadores de este partido como los del Partido Justicialista que discrepen con algún artículo del dictamen de la mayoría tienen todo el derecho de plantear la cuestión y discutirla en el recinto. Pero no corresponde que se lea un dictamen diferente del que tenemos en consideración, salvo que acuerden los señores senadores que éste no es el dictamen sobre el que estamos trabajando. Si el que estamos considerando es éste, voy a aplicar el Reglamento. Es decir que se da la opinión; la Comisión la acepta o no y se vota cada uno de los artículos. Pero no voy a hacer leer un dictamen que tienen ustedes, salvo que decidan que la Cámara se constituya en comisión y que se considere un nuevo dictamen.


Tenemos un dictamen de la mayoría. En ningún momento ustedes me han advertido que pensaban cambiar el procedimiento reglamentario. Entonces voy a hacer cumplir el Reglamento, salvo que haya una explicación clara de que se debe producir un cambio porque hay un nuevo criterio. De ser así, dicho cambio sólo se puede realizar constituyendo la Cámara en comisión para considerar un nuevo dictamen. Hay un dictamen de la mayoría; la minoría da su opinión, la Comisión  acepta o no y la Presidencia somete el tema a votación.


Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Muy cordialmente, señor presidente, quiero expresar que no termino de 
INCLUDE turno-05.comprender por qué se sostiene que se aplicará un criterio sin consultar primero a la Cámara. Perfectamente  -como se lo ha hecho en innumerable cantidad de oportunidades- se puede leer el artículo antes de su votación. Así se lo ha hecho en casos como éste, donde el tratamiento ha sido conflictivo y -hay que aceptarlo- a veces engorroso.


Aquí hay una sanción de la Cámara de Diputados, luego sobrevino un dictamen de mayoría de la comisión que preside el señor senador por La Rioja y un sinnúmero de proyectos y dictámenes que obligaron a consensuar un texto. En algunos artículos hemos llegado a un acuerdo y en otros votaremos de modo distinto.


En procura de la aceleración del tratamiento de este demorado tema, con nuestros eficaces asesores elaboramos artículo por artículo un texto que refleja cómo va a ser nuestra votación. Allí figuran aquellos puntos en los que aceptamos textualmente la propuesta de la Comisión de Asuntos Constitucionales o el dictamen de mayoría, y aquellos en los que vamos a votar en contra -en algunos incluso haremos propuestas que no serán aceptadas-.


Entonces, aunque demoremos unos minutos más -la lectura de cada artículo no puede insumir más de medio minuto-, dado que el debate va  a ser muy breve porque el tema ya está agotado, pido que se lea el artículo que se debe votar. Así, al momento de levantar la mano podremos tener la certeza de que lo que convertiremos en ley será, en definitiva, lo que queremos votar y que fuera acordado. De tal modo que aunque no parezca muy ortodoxo, de hecho la experiencia que tengo en este cuerpo me permite dar innumerables ejemplos de casos en los que se trabajó con este criterio. En esta oportunidad, pedimos expresamente que se lo haga así.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Señor presidente: quiero aclarar que la comisión ya trató la inmensa mayoría, si no la totalidad de las propuestas que hoy se consideran en el recinto, algunas de las cuales fueron aceptadas y otras rechazadas. Por ejemplo, la propuesta de incorporación de nuevos incisos a este artículo, a la que se refirió el señor senador Alasino y que fue planteada por el bloque radical, ha sido considerada y es rechazada por ser una reiteración, ya que se trata de algo que está incluido en los incisos c), f) y g) de este mismo artículo. Es decir que de haber leído bien el articulado de la ley, se hubiesen ahorrado proponer incisos ya incluidos en el texto del dictamen.


Por otra parte, estamos hablando de un tema que tiene dictamen desde el 13 de abril. Comparto el criterio de la Presidencia, salvo para algunos artículos en los que se incorporen propuestas novedosas, que hasta el momento no han existido.  Reitero que todas las que  fueron presentadas se consideraron en la comisión, algunas de las cuales fueron aceptadas y otras no. Por eso, no veo cuál es el motivo por el que se deba leer todo el texto del proyecto de ley. De todos modos, obviamente, esto queda a criterio de la Presidencia y de la Cámara.

Sr. GENOUD.- ¿Me permite, señor presidente?

Sr. PRESIDENTE.- Sí, señor senador.

Sr. GENOUD.- Creo que aquellos artículos que no han tenido modificaciones no deben leerse -son los que en nuestro trabajo figuran en negrilla-.

Sr. PRESIDENTE.- Cuando usted dice “modificaciones”, ¿a cuáles se refiere?

Sr. GENOUD.- Me refiero a las modificaciones al dictamen de mayoría. O sea, cuando aceptamos el dictamen lo decimos y lo aprobamos. Pero en los casos en los que hubo cambios al dictamen -se trata de la mayoría de ellos-, vamos a pedir la lectura.

Sr. PRESIDENTE.- Eso está claro. Cuando hay modificaciones al dictamen de la comisión, siempre se las lee. Pero en el caso del artículo 1°, en el que se eliminaron las palabras “físicas” y “física”, usted pidió la lectura de todo el artículo.


En cuanto al artículo 2°, que está en consideración, la comisión ha aceptado las modificaciones que se van a leer por Secretaría.

Sr. GENOUD.- Que se lea todo el artículo y votamos.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) “Los sujetos comprendidos en esta ley se encuentran obligados a cumplir con los siguientes deberes y pautas de comportamiento ético:


“a) Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten y defender el sistema republicano y democrático de gobierno;


“b) Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas...”

Sr. YOMA.- Ese es el dictamen. No hace falta leerlo.

Sr. GENOUD.- ¿Qué pasó con el primer artículo?

Sr. PRESIDENTE.- Por Secretaría se van a leer las modificaciones que propone la comisión para el artículo 2°. INCLUDE turno-06.Eso es lo que ha dicho la Presidencia y lo que se hará por Secretaría Parlamentaria. Luego de ello, se pasará a votar.

Sr. DE LA SOTA.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- No daré el uso de la palabra. En primer lugar, por Secretaría se dará lectura a las modificaciones propuestas por  la Comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) “ b) Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas éticas establecidas en la presente ley: honestidad, probidad, rectitud, buena fe y austeridad republicana; c) Velar en todos sus actos por los intereses del Estado...”

Sr. PRESIDENTE.- Eso figura en el dictamen original. Lea las modificaciones que han sido propuestas por la Comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) “Inciso  e): Fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adoptadas sin restringir información, a menos que una norma o el interés público claramente lo exijan; f) Proteger y conservar la propiedad del Estado y sólo emplear sus bienes con los fines autorizados. Abstenerse de utilizar información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales o de permitir su uso en beneficio de intereses privados.” El inciso i) dice: “Abstenerse de intervenir en todo asunto respecto al cual se encuentre comprendido en alguna de las causas de excusación previstas en la ley procesal civil.”

Sr. PRESIDENTE.- Antes de pasar a votar el artículo con las modificaciones propuestas por la Comisión, tiene la palabra el señor senador por Córdoba.

Sr. DE LA SOTA.- Señor presidente: he pedido la palabra al solo efecto de eliminar una adjetivación en el inciso a). Me refiero a donde dice: “Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional, las leyes...” La Constitución Nacional y las leyes se cumplen y se hacen cumplir. La palabra “estrictamente” está de más.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: anticipo mi coincidencia con la observación que acaba de hacer el señor senador por Córdoba.


Por mi parte, a pesar de lo que ha dicho el señor senador por La Rioja, miembro informante del proyecto, insisto en un inciso que responde a una idea del señor senador López que, también por mi parte, me parece oportuno. 


Concretamente, tiene que ver con el agregado del siguiente inciso: “Abstenerse de acciones de proselitismo político y electoral en el ejercicio de sus funciones públicas o de utilizar para ellas bienes públicos o personas dependientes de su administración o autoridad.”


Este texto está en poder del señor prosecretario parlamentario y no creo que esta prohibición expresa esté contemplada en el texto del artículo 2°. Pienso que es muy importante porque marca un deber de abstención para que no se confunda la función pública con la proselitista, que es lícito que sea ejercida por el funcionario público, aunque fuera del ejercicio de sus funciones propias. Este es el sentido de la modificación que he propuesto.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. MENEM.- Señor presidente: con respecto al inciso a) me parece bien lo que ha propuesto el señor senador por Catamarca. Pero no me convence que se incluya la palabra “republicano”. ¿Por qué? Porque en la Constitución Nacional, a través del artículo 1°, se adopta la forma representativa, republicana y federal. Entonces, nombrar solamente una de las características de nuestro sistema, en alguna medida significaría excluir las dos restantes: representativa y federal. 


Entiendo cuál es el sentido de la norma, razón por la cual opino que se incluyan los tres principios fundamentales de nuestro gobierno o, de lo contrario, solamente se deje la expresión “sistema democrático” que, a mi entender, comprende perfectamente estos principios.


Entonces, propongo que quede en forma general la expresión “sistema democrático” o, si no, que se incluyan los tres principios que menciona el artículo 1° de la Constitución Nacional. Mi opinión es la de optar por la primera alternativa porque creo que basta con decir “sistema democrático” ya que allí quedan englobados todos los preceptos que hacen a la democracia, incluidos los tres principios de la Constitución.


Por otra parte, en lo que se refiere al inciso c) -“Velar en todos sus actos por los intereses del Estado...”-, advierto que en esta iniciativa estarán incluidos los jueces, quienes muchas veces deben impartir justicia fallando en contra del Estado, y si nos atenemos estrictamente a dicho texto podría interpretarse que estarían violando la ley de ética al fallar en contra de lo que son los intereses del Estado. En consecuencia, creo que debería hacerse algún tipo de acotación o modificación o que sirviera como interpretación auténtica de esta norma una explicación al respecto, a efectos de que se entienda que cuando un juez falla en contra del Estado no está violando la ley de ética sino que está atendiendo al valor supremo justicia. 


Inclusive, muchas veces los legisladores votamos a favor de proyectos de ley que atienden a intereses generales que no coinciden precisamente con los intereses del Estado como persona de derecho público. 


En este último caso hago la advertencia de la situación que se puede plantear, mientras que en el anterior propicio la modificación del texto, tal como lo señalé oportunamente. 

Sr. PRESIDENTE.- Si hay consenso, se podría dejar sentado, para el caso de que se presentare un conflicto de tales características, que esa es la interpretación del legislador. De lo contrario, habría que reemplazar la palabra "Estado" por "Nación" para el caso de que se presentara un conflicto con algún juez.


Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- He pedido el uso de la palabra para sostener que la inclusión del término "republicano", junto al de "democrático", está reforzando el concepto que inspira todo este proyecto de ley de ética que es, precisamente, el de publicidad de los actos. Si hay algo que califica a una República es, justamente, el tema de la publicidad de los actos. Por eso, en su momento, tal como lo señaló el miembro informante de la mayoría, se sugirió reafirmar el sistema de publicidad de los actos a través de la inclusión de la palabra "republicano", más allá de que ello esté contenido en la Constitución Nacional.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Corrientes.

Sr. ROMERO FERIS.- Simplemente, quiero destacar que nosotros no hemos recibido copia de las modificaciones planteadas al dictamen en mayoría en las que estuvieron trabajando los asesores, según manifestó el  presidente del bloque de la Unión Cívica Radical. Por lo menos, quien habla y el señor senador Aguirre Lanari no hemos recibido ese material. No sé si lo han recibido los demás senadores de los partidos provinciales. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por San Luis.

Sr. AGÚNDEZ.- En cuanto al inciso c), que en una de sus frases dice "...privilegiando de esa manera el interés público sobre el particular;", es cierto lo que sostuvo el señor senador Menem, toda vez que por privilegiar el interés público se puede estar actuando contra derecho. Por lo tanto, en caso de duda, debería privilegiarse el interés general, pero no en la forma en que está redactado el inciso.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. GALVÁN.- En lo que se refiere a la interpretación del inciso c), mi opinión es que los intereses del Estado no son exclusivamente patrimoniales. Es un alto interés del Estado administrar justicia. También lo es velar por la seguridad. O sea, hacer cumplir los fines que enuncia el Preámbulo de la Constitución. 


De modo que no creo, salvo que se haga un examen muy ceñido de la interpretación del fallo de algún juez, que fallar en un juicio patrimonial contra el Estado sea atentar contra sus fines últimos. Por lo tanto, sin perjuicio de esa aclaración, que puede ser tomada como una interpretación auténtica...

Sr. VILLARROEL.- ¿Me permite una interrupción, señor senador?

Sr. PRESIDENTE.- El señor senador Villarroel le solicita una interrupción, ¿se la concede?

Sr. GALVÁN.- Sí, cómo no.

Sr. PRESIDENTE.- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- En cuanto a la manera de superar en sentido positivo la afirmación hecha por el señor senador 
INCLUDE turno-08.Menem, que me parece legítima, y concordando con lo que está diciendo el otro señor senador por La Rioja, yo creo que con la supresión de una coma se soluciona el problema.


El inciso c) dice: "Velar en todos sus actos por los intereses del Estado, orientados a la satisfacción del bienestar general...." Si suprimimos la coma antes de la palabra "orientados", queda calificado el tipo de interés. Es decir, el interés orientado a la satisfacción del bienestar general. Queda claro, entonces, que no se trata del interés antagónico de tipo patrimonial que pueda tener con un particular, sino del que consulta el bien común, como suele decirse. 


Entonces, simplemente podría suprimirse la coma antes de la palabra "orientados".

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. GALVÁN.- Señor presidente: yo creo que es la coma que enriquece, así que se la puede suprimir.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. MAYA.- Señor presidente: no sé si no resulta sobreabundante todo el inciso a). Fíjese lo que dice el enunciado del artículo 2?: "Los sujetos comprendidos en esta ley se encuentran obligados a cumplir con los siguientes deberes y pautas de comportamiento ético:...". Y el inciso a) hace referencia a cumplir la Constitución. Pero, ¿hay algún sujeto en la Argentina que no esté obligado a cumplir la Constitución? Por lo tanto, me parece que es una sobreabundancia.


Voy a seguir la línea argumental del senador Usandizaga, que el otro día lo señalaba acertadamente con la crudeza que lo caracteriza. Hay cosas difíciles de definir. Pero poner que hay algunos que están obligados a cumplir la Constitución como si el resto de la comunidad no lo estuviera, me parece que es sobreabundar. Algún día alguien va a leer esta ley.


Entonces, yo eliminaría este inciso a). ¿Quién no está obligado a cumplir la Constitución? Eliminaría también el inciso b) y quizá tendríamos que eliminar otros. Pero ahora sólo planteo formalmente la eliminación del inciso a).

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: me parece acertado incluir el término "republicano". En este punto discrepo con el señor senador Menem. 


Considero que lo republicano está vinculado a la responsabilidad de los funcionarios, que es el eje de este proyecto de ley, a la publicidad de los actos de los funcionarios y al período limitado de funciones.


Entonces, como esta ley de alguna manera siempre va a repetir conceptos generales, me parece que en este caso lo que abunda no daña. Está bien entonces lo propuesto porque va en la misma dirección de la ley.


En cuanto al inciso c), sí me parece atinada la observación de que no es feliz poner la palabra "intereses". No sé si se soluciona con la propuesta del señor senador por Catamarca. Podríamos poner "fines del Estado" en lugar de "intereses del Estado" o analizar detenidamente la propuesta de supresión de la coma para ver si realmente se atienden los altos fines del Estado y no solamente los intereses patrimoniales, como aparece en el texto.


Además, donde dice "interés público" debería haber dicho "interés general". Creo que es más omnicomprensivo el párrafo anterior del proyecto.


Entonces, con relación a este último párrafo y a la observación que hace el señor senador Menem, evidentemente lo que crea confusión es el artículo. Los términos "interés público" e "intereses" no dejan lugar a dudas de la advertencia de la cuestión patrimonial. Por eso pienso que tal vez la expresión "interés público" podría ser sustituida por "interés general".

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: tomando parcialmente lo que señala el senador Maya, el inciso a) tiene dos conceptos que se superponen. Por lo tanto, considero -a título personal- que bien podría reducirse en la primera definición. Dice "Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución  Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten..." Después establece: "... y defender el sistema republicano [también se sostiene que puede ser 'representativo, republicano y federal'] y democrático de gobierno". Esta segunda frase está incorporada en el primer INCLUDE turno-09.concepto, es decir, cumplir y hacer cumplir la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten. Creo que bastaría con esa enunciación. Es cierto que se sobreentiende que en el país es deber fundamental de todo ciudadano hacer cumplir la Constitución Nacional, pero estamos ante normas de carácter declarativo que hacen a los principios del proyecto de ley.


Entonces, si bien hay distintas variantes para este inciso a), dejo planteada mi sugerencia. Creo que podría quedar perfectamente definido lo que se persigue con este punto si éste finaliza con las palabras "se dicten", de acuerdo con lo manifestado.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. MENEM.- Señor presidente: coincido con la apreciación del señor senador por Mendoza, porque cuando el inciso a) del artículo 2? se refiere a la defensa de la Constitución, en realidad hace referencia a la defensa de todos los principios.


Además, ahora tenemos incorporada en nuestra Carta Magna la cláusula referida a la defensa del orden democrático. Es decir que, por primera vez desde 1994, nuestra Constitución tiene incorporada la palabra "democracia". Por eso, al decir que defendemos la Constitución, estamos defendiendo todos sus principios.


De tal modo que -insisto- no estoy de acuerdo con que se mencione solamente a uno de los principios contenidos en el artículo 1?, porque no mencionar a los otros -"representativo" y "federal"- significaría, en alguna medida, privilegiar a uno solo de nuestros principios de gobierno. Y creo que todos son importantes, porque este país se ha constituido como Nación -o como Estado- gracias a que nuestros constituyentes coincidieron en establecer un Estado federal. De lo contrario, no hubiéramos tenido Estado. Y el principio representativo también hace a la esencia del régimen democrático.


En consecuencia, creo que hay que dejar sistema democrático, o sustituir toda la segunda parte del inciso, como propuso el señor senador por Mendoza. De esa forma, estaríamos dejando a salvo los principios fundamentales que informan el principio de gobierno de nuestro país.

Sr. PRESIDENTE.- Señor senador Yoma: para refrescar su memoria, que sé que siempre está activa, le recuerdo que hay dos incisos del proyecto que tienen objeciones.


El primero es el a), respecto del cual parece existir el criterio de que debe expresar lo siguiente: "Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten".


El segundo es el c); con relación a este inciso, existe la cuestión de la calificación -o no- del Estado, planteada por el señor senador Menem. También existe al respecto la propuesta del señor senador por Catamarca, con algún apoyo en cuanto a la supresión de la coma de dicho inciso.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: vamos a mantener la redacción tal como ha sido leída por Secretaría, por las siguientes razones.


En primer lugar, porque en la comisión tratamos mucho el tema y acordamos que, ante cualquier cuestión que no fuera importante en lo que hace al texto del proyecto, debíamos mantener la sanción de la Cámara de Diputados.


En segundo término, porque si bien es cierto lo expresado por el señor senador por Entre Ríos con relación a la existencia de muchas declaraciones, obviedades y verdades de Perogrullo en este proyecto de ley, también lo es que todo el sistema jurídico argentino está lleno de ellas, a pesar de lo cual suelen ser violentadas por los funcionarios y ciudadanos. Por ello, creo que la referencia a cumplir con la Constitución Nacional debe quedar como está. En este caso, lo que abunda, no daña.


En tercer lugar, con respecto al planteo del señor senador por La Rioja con relación al rol de los jueces, debo decir que, si tomamos como válido su razonamiento, tendríamos que eliminar todo el inciso. Es más, creo que habría que excluir a los jueces y a los legisladores de este proyecto y hacer otro -específico- para ellos, porque en todo el texto de la iniciativa vamos a encontrar normas dirigidas a funcionarios públicos en general pero, en la actuación que les cabe en particular, obviamente existen particularidades.


Yo adscribo más a la propuesta del señor senador Galván, en el sentido de que el concepto de Estado se refiere a algo más alto. Cumplir con los intereses del Estado es administrar justicia, no en el sentido de un fallo o de una sentencia, del mismo modo que los legisladores podemos legislar, contrariamente a los intereses del Estado en términos INCLUDE turno-10.patrimoniales pero estamos cumpliendo con los intereses del Estado si consideramos a éste con un concepto más alto.


Por eso, señor presidente, si tomamos como válido el concepto del senador Menem, en toda la ley vamos a encontrar diferencias en lo que hace al tratamiento de los jueces y legisladores con el resto de los funcionarios públicos. Pero esta ley es genérica y seguramente cualquier juez u organismo que tienda a aplicarla va a tener en cuenta las particularidades de los roles que cumplen en la función pública tanto los magistrados como los legisladores y los funcionarios públicos comunes.


En lo que hace a la incorporación del inciso i) que plantean los senadores radicales, reitero que en los incisos c), f) y g) del mismo artículo ya está contenida la sugerencia de no realizar, con motivo o en ocasión del ejercicio de su cargo, etcétera..., planteada por el senador Villarroel.


Vamos a mantener la redacción tal cual ha sido leída por Secretaría.

Sr. GENOUD.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Quiero dejar constancia de que vamos a insistir en la inclusión del inciso i).

Sr. PRESIDENTE.- Entonces, va a votar en forma negativa.

Sr. MENEM.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. PRESIDENTE.- Silencio, por favor.


Perdóneme, senador Menem.


Pensé que había terminado, senador Genoud. ¿Quiere finalizar su concepto?

Sr. GENOUD.- Nosotros vamos a votar el artículo 2?, pero hacemos la observación respecto del inciso i).

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. MENEM.- Con las palabras del señor senador por La Rioja, de mi bancada, queda claro como interpretación auténtica, que era lo que yo pretendía: que quede claro para dejar a salvo la independencia de los jueces en cuanto al tema Estado, para evitar malas interpretaciones. Y con las palabras del señor senador creo que mi inquietud queda satisfecha.


En cuanto a la insistencia en el primer inciso les quiero recordar que ésta Cámara es revisora y, como tal, tiene la obligación de perfeccionar la iniciativa; no es por capricho ni por un exceso de celo que se la quiere modificar, sino que para eso está la Cámara revisora. No se trata de cambiar por cambiar. Creo que es una imperfección dejarla de esta forma, incluyendo uno solo de los principios y no los otros dos.


Dejo sentada entonces mi discordancia con respecto a esta redacción que se le quiere dar, mientras que en forma injustificada no se quiere aceptar una modificación que tiende a perfeccionar el proyecto de ley y no a entorpecerlo.

Sr. PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2° del dictamen de la mayoría con las modificaciones aceptadas por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE.- El artículo 2? ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 3? y 4?.
Sr. PRESIDENTE.- Han sido aprobados por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 5?.
Sr. PRESIDENTE.- Por Secretaría se dará lectura a las modificaciones propuestas por la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Inciso c): Los magistrados del Poder Judicial de la Nación;... Inciso h): El síndico general de la Nación y los síndicos generales adjuntos de la Sindicatura General de la Nación; los auditores generales de la Auditoría General de la Nación, las autoridades superiores de los entes reguladores y los demás órganos que integran los sistemas de control del sector público nacional, y los miembros de organismos jurisdiccionales administrativos;... Inciso o): El personal de los organismos indicados en el inciso h) del presente artículo, con categoría no inferior a la de director o equivalente; INCLUDE turno-11.Inciso v): Los directores y administradores de las entidades sometidas al control externo del Congreso de la Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la ley 24.156, en los casos en que la Comisión de Ética Pública se las requiera.".

Sr. PRESIDENTE.- En consideración el artículo 5? del dictamen de la mayoría con las modificaciones propuestas por la comisión.

Sr. AGUIRRE LANARI.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Corrientes.

Sr. AGUIRRE LANARI.- Señor presidente: iba a proponer dos modificaciones, referidas a los incisos h) y o), que fueron aceptadas por la Comisión.

Sr. PRESIDENTE.- Muy bien.


Tiene la palabra el señor senador por Salta.

Sr. ULLOA.- Señor presidente: para proponer que a continuación del inciso v), se agregue uno que diga lo siguiente "Toda persona que administre recursos recaudados obligatoriamente por imperio de la ley."


Con esta redacción me estoy refiriendo concretamente a aquellas personas que administran obras sociales -el PAMI por ejemplo- y que tienen recursos que se recaudan por imperio de la ley, porque independientemente de que sean considerados funcionarios públicos  o no, lo cierto es que manejan fondos públicos.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. MAYA.- Solicito una interrupción.

Sr. PRESIDENTE.- Para una interrupción tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. MAYA.- Señor presidente: quisiera saber si la redacción que propone el señor senador Ulloa, que la hace extensiva a quienes administren el PAMI, las obras sociales e, incluso, a terceros que no son típicamente funcionarios públicos, también abarca a los permisionarios de servicios públicos, que tienen facultades de retención y que manejan recursos del Estado.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa y, a continuación, el señor senador por Salta, a fin de que conteste su inquietud.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: a los efectos de reafirmar lo propuesto por el señor senador por Salta, es decir, yendo en su misma dirección y tal como lo habíamos manifestado en el debate en general, creo que habría que clarificar la redacción.


Esto que digo tiene mucho que ver con lo establecido por el artículo 120 de la ley 24.156, que si bien está informado en el dictamen en mayoría, deja sin resolver temas concretos como el vinculado con el PAMI, cuyas autoridades entienden que no son alcanzadas  por la norma señalada, mientras que los funcionarios de la AGN y la Comisión Revisora entienden que sí, al igual que esta Cámara, que oportunamente lo confirmara así en un dictamen.


Por lo tanto, reitero que en la misma dirección que la propuesta por el señor senador por Salta, sugeriría el siguiente texto: "Los directores o presidentes de entidades públicas no estatales o privadas y/o aquellos sujetos que participen en la toma de decisiones o administren, perciban o gasten fondos recaudados en virtud de una norma legal o para una finalidad pública.".


Creo que de esta manera se clarificarían algunas dudas que, en la práctica, se han dado con relación a los alcances del artículo 120 ya citado.

Sr. PRESIDENTE.- Creo que el señor senador por La Pampa le ha contestado la inquietud al señor senador por Entre Ríos, porque está incluyendo a los permisionarios.


Señor senador Ulloa: ¿quiere aclarar algo sobre esto o comparte el criterio fijado por el señor senador por La Pampa?

Sr. ULLOA.- Señor presidente: yo había propuesto esa redacción pensando precisamente en el PAMI, que es una entidad pública no estatal...

Sr. PRESIDENTE.- Pero el señor senador por La Pampa incorporó el INCLUDE turno-12.concepto privado, con lo cual está respondiendo a la pregunta del señor senador por Entre Ríos.  ¿Quiere que le reiteremos la redacción propuesta, señor senador?

Sr. ULLOA.- Sí, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE.- Señor senador Berhongaray, por favor lea nuevamente su propuesta

Sr. BERHONGARAY.- "Los directores o presidentes de entidades públicas no estatales o privadas y/o aquellos sujetos que participen en la toma de decisiones o administren, perciban o gasten fondos  recaudados en virtud de una norma legal o para una finalidad pública."

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Creo que en la misma línea de pensamiento de los señores senadores que me han precedido en el uso de la palabra, y creyendo recoger en su momento una idea del señor senador Berhongaray, había propuesto -como inciso v) de esta norma- la siguiente redacción, que obra en poder de la Secretaría Parlamentaria y que dice lo siguiente: "Los directores y administradores de las entidades sometidas al control de la Auditoría General de la Nación en orden al artículo 85 de la Constitución Nacional y a la ley reglamentaria prevista en la misma norma."


Explico esto brevemente porque, en rigor, todavía no se ha dictado la ley reglamentaria de la Auditoría General de la Nación, y la que rige actualmente es anterior a la reforma de la Constitución. 


Entiendo entonces que la ley a dictarse debe contemplar en toda su amplitud el ámbito de contralor que está fijado en el artículo 85 de la Constitución. Y precisamente en el último párrafo de esa norma dice: "Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos." Y esto es omnicomprensivo de aquellas actividades que, si bien no son propias de funcionarios públicos, recaen sin embargo sobre la percepción o la inversión de fondos públicos como ocurre, por ejemplo, en el caso del PAMI. 


Entonces considero que esta redacción sería abarcativa de todo el espectro de preocupaciones que manifiestan los señores senadores y que comparto.


Insisto entonces en que la ley cabalmente reglamentaria de este artículo aún no se ha dictado; la que rige no es completa y, además, es anterior a la reforma de la Constitución. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador Alasino.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: adelanto mi opinión contraria al respecto, y voy a decir cuáles son los motivos. De esta forma, estamos sancionando dos leyes; una es la del artículo 1? y la otra es la del artículo 5?. Porque en el artículo 1? definimos el ámbito de aplicación de la ley y los sujetos, y en el artículo 5? los ampliamos, agregando  otros que no están en el artículo 1?.


Es cierto que todas las organizaciones no gubernamentales, que quedarían capturadas aquí, de una u otra forma pueden manejar fondos públicos o derivados del Estado. Pero en modo alguno podemos incluirlas en un régimen para los funcionarios públicos, sobre todo cuando, luego de una larga discusión en general, se ha dicho aquí cuál es el objeto de esta norma. 


Me da la impresión, entonces, de que el dictamen es correcto. De lo contrario, debemos volver a la discusión inicial y modificar los sujetos. 


Es cierto que tal vez se tiene en mira al PAMI, pero ¿no quedará incluida también la Fundación Adenauer en el caso de que el Estado le  otorgue fondos públicos para algún evento? 


Por otra parte, no sé si las obras sociales sindicales pueden quedar comprendidas en esta ley. Son organizaciones libres no gubernamentales que manejan aportes propios de sus trabajadores y provenientes de contribuciones y que, por lo menos, no pertenecen a la esfera pública a la que se refiere el artículo 1?.


Entonces, reitero, tengo la impresión de que ampliar esta norma implica entrar en una manifiesta contradicción con el artículo 1?. En todo caso, debería ser motivo de otra ley, porque ya hemos definido cuál es el objeto de la norma que pretendemos sancionar y hemos excluido a este tipo de organizaciones. 


En consecuencia, estoy en contra de la propuesta del señor senador. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador Maya. 

Sr. MAYA.- Señor presidente: continúo la línea argumental de los senadores Ulloa y Berhongaray. Me parece que no hay que quedarse a mitad de camino. Tenemos que clarificar si la norma debe destinarse a los funcionarios públicos, circunscribiéndose exclusivamente a ellos o debe ampliarse a todos los que tienen que ver con la cosa pública. Por esto la Constitución habla de ética pública y no de ética de los funcionarios públicos.


Sugiero entonces esta modificación. Propongo un nuevo inciso que tiende a clarificar lo expresado por los senadores por La Pampa y por Salta. Dice lo siguiente: “Todas las personas que directa o indirectamente tengan vinculaciones patrimoniales con el Estado o que su accionar esté relacionado con el manejo de la cosa pública o tengan participación en un acto administrativo de contenido patrimonial.”


De esta manera queda incluido todo lo relativo a la cosa pública, tanto el acto administrativo como el contenido patrimonial, si es que estamos buscando la ética pública. En cambio, si queremos referirnos exclusivamente a los funcionarios públicos, mi propuesta es inoperante.


Para no sobrecargar a la Presidencia con un nuevo pedido de la palabra, quiero aprovechar este momento para reformular otra cuestión. Propongo incorporar en la parte final una disposición por la cual se establezca que las obligaciones contenidas en el artículo 4° -presentar declaraciones patrimoniales, etcétera- deberán continuarse, por todo lo indicado anteriormente, durante un período igual al tiempo durante el cual se hayan desempeñado en la función.


No sé si he sido lo suficientemente claro.

Sr. PRESIDENTE.- Absolutamente, senador; como siempre. ¿Terminó?

Sr. MAYA.- Sí, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE.- Para responder a las distintas propuestas, tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Señor presidente: cuando discutimos en particular el artículo 1°, anticipé que en el artículo que estamos considerando debíamos realizar el debate de fondo relacionado con los sujetos comprendidos en la ley, y no en el artículo 1° que, si se quiere, es una descripción conceptual y genérica.


Por eso es útil que los senadores que plantearon distintas propuestas de modificación que abarcan diferentes sectores de la comunidad puedan leer el artículo 120 de la ley de administración financiera del Estado, al que hace referencia el dictamen de comisión. Si no obra en Secretaría, puedo proceder a la lectura. De esta manera quedan comprendidas en él todas las sugerencias de los señores senadores. 


Pero en atención a la prevención que bien plantea el senador Alasino -por un lado, circunscribirla a los funcionarios públicos en el artículo 1° y, por el otro, ampliar la norma a quienes no lo son como sujetos comprendidos en el artículo 5°-, proponemos que estas personas mencionadas en el artículo 120 de la ley 24.156, de administración financiera del Estado, sólo a requerimiento de la comisión que se crea podrán ser incluidas dentro de esta norma.


Dicho artículo dice que el Congreso de la Nación podrá extender el control externo a  determinadas personas o entidades. Por eso, en esta norma utilizamos el mismo criterio y decimos: la Comisión Nacional de Ética Pública podrá extender a esas personas su inclusión en la ley o no. Porque no son funcionarios públicos pero podrían tener que ver con la cosa pública, como bien lo dicen los señores senadores Maya, Alasino y otros. Por estos motivos, ponemos en manos de la comisión la facultad de incluirlos o no.


Por eso solicito que por Secretaría se dé lectura al artículo 120 de la ley 24.156.  Reitero que, tal como lo dice la última parte del artículo, cuando la comisión lo requiera, estas personas podrán ser incluidas en la ley. Así queda contemplada la prevención del senador por Entre Ríos.

Sr. PRESIDENTE.- Antes de que se lea por Secretaría, la Presidencia entiende que se rechazan las modificaciones y se mantiene el dictamen con las modificaciones previstas por la comisión.
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Sr. YOMA.- Así es, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE.- Por secretaría se dará lectura al artículo 120 de la ley 24.156 y, luego, se va a votar el artículo en consideración.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) Artículo 120 de la ley 24.156: "El Congreso de la Nación, podrá extender su competencia de control externo a las entidades públicas no estatales o a las de derecho privado en cuya dirección y administración tenga responsabilidad el Estado Nacional, o a las que éste se hubiere asociado, incluso a aquellas a las que se les hubieren otorgado aportes o subsidios para su instalación o funcionamiento y, en general, a todo ente que perciba, gaste, o administre fondos públicos en virtud de una norma legal o con una finalidad pública."

Sr. PRESIDENTE.- Con los fundamentos dados por el señor senador Yoma -a lo que se incluye lo leído por Secretaría-, se va a votar el artículo...

Sr. ALASINO.-  Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.-  Señor presidente: admito que se trata de una norma que podría atender la preocupación que todos tenemos, pero ocurre que la ley de administración financiera del Estado es sustancialmente distinta del proyecto de ley de ética pública.


También es sustancialmente distinto quién tiene la facultad de extender -o no- este poder de policía que tiene el Congreso de la Nación, aunque no sé si la Comisión de Ética Pública.


Me parece que es un tema muy complejo, porque la ley de administración financiera del Estado trata sobre todas las actividades públicas referidas a cuestiones financieras en las que quizás se hallan involucrados fondos del Estado, y dispone las facultades del Congreso de la Nación para que pueda efectuarse la auditoría por parte de la Auditoría General de la Nación. Pero en este caso, más allá del esfuerzo realizado, me parece que estamos estableciendo una gran excepción, porque incorporamos a sectores privados que queremos excluir, por medio de una autorización a la Comisión de Ética Pública. Por ello, creo que agregamos una facultad que no está entre las que esta norma le ha atribuido.


Sé que se trata de una cuestión novedosa y considero importante el esfuerzo realizado para atender los reclamos que le venimos haciendo desde hace tiempo al señor presidente de la comisión para que nadie quede afuera. Sin embargo, creo que esta norma no ayuda a evitar el problema y, en cambio, establece algún tipo de mecanismo que puede tornarse muy peligroso.

Sr. PRESIDENTE.- Se encuentran anotados en la lista de oradores el señor senador Vaquir, en primer lugar, y, luego, los señores senadores Menem, Cafiero, Berhongaray...


Tiene la palabra el señor senador por Santiago del Estero

Sr. VAQUIR.- Señor presidente: recuerdo lo que expresaba un señor senador de la Unión Cívica Radical antes de hablar de temas como el que estamos considerando; decía: "Discúlpenme que soy médico". Muchos lo recordarán.

Sr. BERHONGARAY.- El doctor Gass.

Sr. VAQUIR.- Me refiero a Adolfo Gass; sí, señor senador.

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. VAQUIR.- No. No me refiero a ningún partido político en especial: ni al Frepaso ni nada. Estoy hablando de un ciudadano a quien recuerdo con afecto y respeto.


Quiero manifestar una inquietud al señor presidente de la comisión, con la mejor voluntad y con los mejores deseos.


En el inciso j) se habla de los embajadores -que constituye un rango-, de los cónsules -lo cual constituye un cargo- y de funcionarios destacados en misión oficial permanente en el exterior. 


Pareciera que es mejor referirse a los miembros del Servicio Exterior de la Nación o a los que cumplen funciones en el exterior. De lo contrario, quedan excluidos los funcionarios del Servicio Exterior de la Nación que manejan cuestiones presupuestarias dentro de la Cancillería. Lo planteo como una consulta. No sé si en otro artículo -y pido disculpas porque no soy experto en la materia ni he leído la norma en forma completa- está clarificado el tema que planteo, pero pareciera que la responsabilidad recaería solamente sobre la administración presupuestaria de embajadores y cónsules que están en el exterior, cuando existen embajadores y cónsules que manejan presupuestos dentro de la Cancillería.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. MENEM.-  Señor presidente: pregunto al miembro informante si entiende que en alguno de los incisos -yo no lo advierto- está incluido el presidente de la Auditoría General de la Nación, porque aquí se habla de los auditores generales de la Auditoría General de la Nación.
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Pero es sabido que, por imperio de la Constitución, ese ente es presidido por un funcionario designado a propuesta del principal partido político de la oposición. En realidad, no sería un auditor general sino el presidente de la Auditoría General de la Nación.


Este funcionario preside el organismo. Entonces, así como se incluye al defensor del pueblo creo que también debería incluirse al presidente de la Auditoría General de la Nación.

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Buenos Aires.

Sr. CAFIERO.- Señor presidente: quiero hacer una pregunta al señor miembro informante.


Primero, si se tuviera la amabilidad de hacerlo, solicito la lectura del párrafo final del artículo de la ley de administración financiera del Estado al que el señor senador por La Rioja se refirió en su exposición.

Sr. PRESIDENTE.- A pedido del señor senador Cafiero, por Secretaría se dará lectura al último párrafo del artículo 120 de la ley 24.156.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:)"... a todo ente que perciba, gaste, o administre fondos públicos en virtud de una norma legal o con una finalidad pública."

Sr. PRESIDENTE.- Continúa en uso de la palabra el señor senador por Buenos Aires.

Sr. CAFIERO.- Señor presidente: iba a formular otra pregunta pero creo que ya conozco la respuesta.

 
Mi pregunta era la siguiente.


Existe un conocido caso referido a una empresa que recaudaba fondos por líneas telefónicas a efectos de destinarlos a una entidad de bien público. Al parecer, dicho destino se encontraría cuestionado.


La pregunta era en el sentido de si ese caso estaría contemplado por el artículo al cual acabo de referirme.

Sr. YOMA.- Es facultad del Congreso incluirlo.

Sr. PRESIDENTE.- ¿Finalizó, senador Cafiero?

Sr. CAFIERO.- Sí, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE.- No dialoguen, señores senadores.


El señor senador Yoma contestará todas las preguntas una vez agotada la lista de oradores.


Si los señores senadores dialogan, incurrirían en una violación al Reglamento.

Sr. CAFIERO.- Pero no contestó mi pregunta.

Sr. PRESIDENTE.- El señor senador Yoma contestará al final, como corresponde reglamentariamente.


Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: con relación a la observación realizada por el señor senador Menem sobre explicitar la obligación del presidente de la AGN, creo que este aspecto está comprendido en la referencia al auditor general. 


De cualquier manera, lo que abunda, no daña.


En principio, quiero ratificar el concepto señalado sobre la obligatoriedad de todos aquellos que administren fondos públicos. 

Pero es una decisión que, en última instancia, tomarán el presidente de la comisión -al aceptar la propuesta o no- y la mayoría del cuerpo.


Nosotros queremos especificar el carácter obligatorio de todos aquellos que administren fondos públicos.


Pero antes de continuar, solicito que por Secretaría se dé lectura al texto del inciso que hace referencia al artículo 120 de la ley 24.156, según la propuesta de la mayoría, ya que no disponemos de ese material.

Sr. PRESIDENTE.- Por Secretaría se dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "v) Los directores y administradores de las entidades sometidas al control externo del Congreso de la Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la ley 24.156, en los casos en que la Comisión Nacional de Ética Pública se las requiera."

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Salta.

Sr. ULLOA.- Señor presidente: quiero formular una consulta al señor miembro informante.


El inciso n) se refiere a los funcionarios colaboradores de interventores federales. Mi pregunta es si los interventores federales, sean de provincias o de organismos, que según entiendo deben ser alcanzados por esta norma, se encontraban incluidos. 

Sr. MENEM.- Figura en el inciso g).

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: voy a distraer la atención del cuerpo sólo unos minutos.


Insisto en mi argumento, ya no en la propuesta, porque veo el resultado adverso que tendrá.


Creo que es un seudo problema la cuestión de los sujetos comprendidos en esta norma, porque se dirige a todos los habitantes del país y, en consecuencia, todos ellos  están obligados a cumplirla.


Este proyecto de ley contempla una serie de normas, sobre todo en materia penal, que abarca a sujetos que no son funcionarios públicos.  En el caso de los delitos de acción bilateral -por ejemplo, el cohecho, cuya figura se propone modificar con incremento de la pena-, está  incluido el particular que ofrece la contraprestación. En otro delito como el de enriquecimiento ilícito de un funcionario público, está incluida 
INCLUDE turno-16.también la persona interpuesta para disimular su enriquecimiento, que no es un funcionario público; en el caso de la declaración de nulidad de ciertos actos administrativos por incompatibilidad en que esté incurso el autor o el responsable del acto, se derivan consecuencias previstas en la ley para el particular interesado en él.


De manera que es un seudo problema. Desde luego que la ley debe contemplar la interferencia eventual de conductas de individuos que no son funcionarios públicos. Pero eso no significa contradicción con el sentido básico de la ley.

Sr. PRESIDENTE.- Señor senador Yoma: le corresponde a usted contestar las diversas observaciones formuladas al dictamen de la mayoría.

Sr. YOMA.- Antes que nada, señor presidente, quiero señalar que la redacción del artículo 5? no es una enumeración taxativa sino enunciativa. Entonces muchas de las observaciones planteadas por los señores senadores están incluidas dentro de normas generales contempladas en incisos, como por ejemplo el m), que habla de funcionarios o empleados con categoría o función no inferior a la de  director o equivalente, que presten servicios en la administración pública nacional, centralizada o descentralizada, las entidades autárquicas, los bancos, etcétera. Es decir que este inciso m) abarca todo; es absolutamente enunciativo y en él quedan comprendidas muchas de las observaciones que plantearon los señores senadores Ulloa y Vaquir. 

-Ocupa la Presidencia el señor presidente provisional del H. Senado, senador Eduardo Menem.
Sr. YOMA.- En cuanto al planteo que usted formulara desde su banca, señor presidente, sobre el presidente de la Auditoría, es cierto que no se lo nombra específicamente, pero hemos tenido en cuenta la propia redacción que utiliza la Ley de Administración Financiera, que en sus artículos 121 y 123 nombra al presidente con el carácter de Auditor General. Es más, el artículo 123 dice que serán siete auditores generales y que el séptimo tendrá carácter de presidente. El artículo 121 se refiere a todos los miembros como auditores generales.


No obstante ello, por una cuestión de jerarquía, si se quiere, desde el punto de vista administrativo, convendría -y coincido con el señor presidente- incluirlo específicamente como cabeza de un órgano de control, así como se hizo con el defensor del pueblo. Esa observación nos parece atinada y la vamos a incluir. 


Con respecto al resto de las observaciones no me parece que esos temas estén excluidos en el proyecto de ley.


El señor senador Alasino planteó, en lo que hace a la propuesta de incluir a los supuestos mencionados en el artículo 120 de la ley de Administración Financiera, que es una facultad excesiva para la comisión. No es así. Quiero recordar que la comisión, que aparecía como un órgano por afuera de los poderes del Estado y por ende, de dudosa constitucionalidad, en virtud de esta reforma a la sanción de la Cámara de Diputados, o sea del dictamen del Senado, queda incluida dentro de la órbita del Congreso. Es decir que será el Congreso quien en definitiva, a través de la comisión, incluirá -si lo considera conveniente- los supuestos planteados por los señores senadores, específicamente el caso del senador Cafiero cuando se refiere a entidades privadas que pueden administrar fondos con finalidad pública. Si el Congreso, a través de la comisión o de la delegación que hace en esta comisión que va a actuar en su órbita, lo considera conveniente, podrá ser incluido dentro de las obligaciones de los sujetos mencionados en el artículo  5?.


En definitiva, señor presidente, excepto la propuesta que usted ha formulado desde su banca en el sentido de incluir al presidente de la Auditoría, por razones de rango en lo que hace a ser cabeza de un órgano de control del Estado, vamos a mantener la redacción que ha sido leída por Secretaría, con la inclusión específicamente del inciso v) como último, que abarca a todos estos ciudadanos mencionados que no son funcionarios públicos, pero que eventualmente podrían ser incluidos dentro de la ley de ética pública por decisión del Congreso a través de la comisión respectiva.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Santiago del Estero.

Sr. VAQUIR.- Señor presidente: quiero hacer una observación y le pido encarecidamente al señor senador Yoma que lo INCLUDE turno-17.interprete como una colaboración. No participo nunca en discusiones sobre temas que no conozco demasiado pero en este caso creo que referirse a embajadores y cónsules -he consultado a un ex embajador con alguna experiencia e incluso hay otros aquí- y no incluir a los miembros del Servicio Exterior de la Nación -un jefe de misión puede no ser embajador sino ministro de primera o de segunda- es limitar la cuestión. Si el criterio es que todos los casos están contemplados como funcionarios públicos en otro punto, no debería incluírselos aquí. 


¿Por qué referirse, entonces, a embajadores y cónsules? Podría hacerse referencia a los agregados militares que también prestan servicios en el exterior y que administran bienes de las fuerzas armadas o del servicio de seguridad.


Concretamente, pido que de ser posible se contemple reemplazar  embajadores y cónsules por miembros del Servicio Exterior de la Nación. Planteo esto como una idea a considerar.


Dejo planteada esta propuesta reiterando mi ignorancia con respecto al derecho y la terminología con la que se manejan quienes se dedican a él.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Reitero, señor presidente, que vamos a mantener la redacción tal como ha sido leída por Secretaría.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5° tal como ha sido leído por Secretaría y con la inclusión del presidente de la Auditoría General de la Nación entre los funcionarios mencionados en la norma.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El artículo 5° ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 6°.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se dará lectura a las modificaciones que propone la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- En el artículo 6° hay una modificación al inciso g), que dice lo siguiente: “Ingresos y egresos anuales derivados del trabajo en relación de dependencia o del ejercicio de actividades independientes y/o profesionales”. Esta es la única modificación al artículo.

Sr. BERHONGARAY.- Pido la palabra para agregar un nuevo inciso después del h).

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: propongo que diga lo siguiente: “Un detalle de todos los gastos mensuales del declarante y de su grupo familiar que por sus características resulten regulares.”

Sr. YOMA.- Pido la palabra para una aclaración.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una aclaración, tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- El artículo 6° no es el que se ha leído por Secretaría; por lo menos no es el que tengo sobre mi banca.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- La modificación es en el inciso g), señor senador.

Sr. YOMA.- Pero no es la única.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- En negrilla es la única que tengo.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En el texto que tiene el prosecretario, la única modificación marcada es la del inciso g).

Sr. YOMA.- En la primera parte del artículo se acepta una modificación de mera redacción planteada por los señores senadores Villarroel y Usandizaga.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- En el artículo 6° debe decirse “...los que integren la sociedad conyugal, los del conviviente, los que integren en su caso [en lugar de ‘en tal caso’] la sociedad de hecho y los de sus hijos menores, en el país o en el extranjero. En especial se detallarán los que se indican a continuación...”

Sr. YOMA.- Entonces, esa modificación se suma a la del inciso g).

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Y el señor senador por La Pampa propuso la inclusión de un nuevo inciso.


Tiene la palabra el señor senador por Corrientes.

Sr. AGUIRRE LANARI.- Señor presidente: en la discusión en general yo había propuesto una modificación referida al inciso g). Como ha sido aceptada por la comisión, no voy a hablar sobre ella nuevamente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por San Luis.

Sr. AGÚNDEZ.- Señor presidente: más que una sugerencia quiero hacerle una pregunta al señor miembro informante.



En el artículo 4° se habla de una declaración jurada integral. Y en el artículo 6°, al referirse a qué se debe declarar, se hace mención a los hijos menores. La práctica nos lleva a la INCLUDE turno-18.realidad de que precisamente a los hijos mayores, solteros y convivientes es a quienes les podemos poner los bienes a su nombre. No me explico cómo no figuran los hijos mayores convivientes.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. MAYA.- Señor presidente: hice el planteo en el artículo anterior -probablemente sea más oportuno en el que está en consideración- sobre la obligación de que la remisión de las declaraciones juradas no se agote con el desempeño de la función sino que continúe una vez concluido éste y durante un período prudencial posterior que, según mi opinión, debería ser por el mismo plazo de ejercicio del cargo o uno menor de cuatro años.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: únicamente aceptaremos las modificaciones que han sido leídas por Secretaría.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra se va a votar...

Sr. AGÚNDEZ.- El miembro informante no ha contestado mi inquietud.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Al aceptar solamente las modificaciones leídas por Secretaría, implícitamente le ha contestado que no acepta su modificación.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6°.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ha quedado aprobado por unanimidad.

Sr. BERHONGARAY.- No, señor presidente.  Sugerí una inclusión que no fue aceptada. Por lo tanto, no puedo votar afirmativamente el artículo, únicamente por las razones dadas.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- De acuerdo, señor senador. Queda constancia de su voto negativo.

-Se enuncia el artículo 7°.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se va a dar lectura a las modificaciones propuestas por la Comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) “Artículo 7°.- Las declaraciones juradas quedarán depositadas en los respectivos organismos que deberán remitir, dentro de los treinta días, copia autenticada a la Comisión Nacional de Ética Pública. La falta de remisión dentro del plazo establecido, sin causa justificada, será considerada falta grave del funcionario responsable del área.”

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consideración el artículo 7° con las modificaciones propuestas.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: quiero informar que en este artículo, la comisión ha aceptado una modificación propuesta por los señores senadores Oudín, Berhongaray, Usandizaga y Villarroel, que es muy atinada.


En la sanción de la Cámara de Diputados se establecía que las declaraciones juradas únicamente tendrían carácter probatorio en el caso de los delitos contra la administración pública. Eso ha sido eliminado y  ahora tendrán valor probatorio para todos los procesos penales. Lo digo a modo de información.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7°.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 8° y 9°.
Sr. PRESIDENTE.- Han sido aprobados por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 10°.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Formosa.

Sr. MAGLIETTI.- Señor presidente: voy a dejar en claro mi posición  con respecto a este artículo porque, evidentemente, la comisión no aceptó el criterio fijado por la Cámara de Diputados de la Nación.


Interpreto que el criterio de aquella cámara cumple de una mejor forma los propósitos de publicidad por cuanto mientras el artículo que consideramos establece la publicación del listado de las declaraciones juradas, la sanción de la Cámara de Diputados establece su publicación en el Boletín Oficial.


De esa manera creo que realmente se cumple la función de publicidad, que es lo que se pretende, a efectos de que la ciudadanía pueda informarse de las declaraciones juradas de los funcionarios. 


Asimismo, no coincido con otra parte de este artículo. Me refiero al párrafo que establece el cobro de una tasa razonable. Creo que no se debería cobrar absolutamente nada a quien solicite una simple copia de una declaración jurada. Aplicar una tasa razonable, que no se fija con precisión en el texto del proyecto de ley, es dejar ese hecho sujeto a una reglamentación y a un criterio que no sabemos cuáles serán. En consecuencia, esa tasa también atenta contra los fines de la publicidad porque podría fijársela en un valor que resulte prohibitivo para las personas que deseen solicitar una copia de alguna declaración jurada. Por lo tanto, creo que es contraproducente fijar una tasa para la obtención de una copia de las declaraciones juradas.


Evidentemente, el criterio de la Cámara de Diputados es más amplio y cumple en mayor medida con los fines de la publicidad. Su redacción aparece en el artículo 11 del proyecto aprobado en dicha Cámara.


Con las manifestaciones formuladas, dejo aclarada mi posición en este punto, sabiendo de antemano que la comisión no va a aceptar el criterio de la Cámara de Diputados.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Voy a manifestar dos cosas, señor presidente.


En primer lugar, señalo que ya fue suficientemente debatido en la consideración en general de este proyecto por qué consideramos excesiva la publicación en el Boletín Oficial del detalle de los cientos de miles de declaraciones juradas que seguramente van a presentarse.


Asimismo, hay otro aspecto que se había acordado en comisión pero que no se materializó en el texto leído por Secretaría, cual es la eliminación en el artículo 10 del párrafo relativo al cobro de una tasa razonable. Se había acordado que se iba a eliminar esa parte del artículo 10, y nosotros aceptamos esa modificación. 


O sea, se eliminaría el anteúltimo párrafo que comienza con "El organismo..." y termina en "...dicha tarea.". De esa manera, se suprime el tema del cobro de una tasa razonable.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se dará lectura a la nueva redacción del artículo 10.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Artículo 10.- El listado de las declaraciones juradas de las personas señaladas en el artículo 5? deberá ser publicado en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial.


“En cualquier tiempo toda persona podrá consultar y obtener copia de las declaraciones juradas presentadas con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado, previa presentación de una solicitud escrita en la que se indique:

a) Nombre y apellido, documento, ocupación y domicilio del solicitante;

b) Nombre y domicilio de cualquier otra persona u organización en nombre de la cual se solicita la declaración;

c) El objeto que motiva la petición y el destino que se dará al informe; y

d) La declaración de que el solicitante tiene conocimiento del contenido del artículo 11 de esta ley referente al uso indebido de la declaración jurada y la sanción prevista para quien la solicite y le dé un uso ilegal."

Sr. PRESIDENTE (Menem).- O sea, se suprimirían los dos últimos párrafos.

Sr. YOMA.- No. Se debería suprimir únicamente el anteúltimo párrafo. El último párrafo quedaría redactado tal como figura en el orden del día.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- O sea, se suprimiría el penúltimo párrafo.


Por Secretaría se dará lectura al último párrafo, cuya lectura se omitió anteriormente.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Las solicitudes presentadas también quedarán a disposición del público en el período durante el cual las declaraciones juradas deban ser conservadas."

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consecuencia, queda claro que se suprime únicamente el penúltimo párrafo.
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Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. GALVÁN.- Señor presidente: en oportunidad reglamentaria, y sin perjuicio de lo que ya se ha dicho, voy a proponer la siguiente redacción del artículo 10: "Las declaraciones juradas de las personas señaladas en el artículo 5? deberán ser publicadas íntegramente en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial".


Creo que este es uno de los artículos que más reflejan el sentido republicano de la vida democrática; una vida democrática que, históricamente al menos, es la contracara de la monarquía. Se supone que los funcionarios son hombres sencillos, austeros, honrados, que no deben temer que el público o el pueblo conozcan el estado patrimonial cuando acceden precisamente a administrar los destinos de toda una nación, de todo un pueblo.


Por esta razón, no me convence este argumento de la burocracia en cuanto a la publicidad, cuando todos sabemos que la sola difusión limitada del Boletín Oficial veda al ciudadano  común del conocimiento de los actos de gobierno. Nosotros no tenemos cultura publicitaria en la República de los actos que desempeñamos en los tres poderes del Estado.


Por lo menos descargo mi conciencia con esta propuesta, en el supuesto utópico de que los que accedemos al gobierno somos personas sencillas, que no creo que tengamos que exhibir tantos patrimonios. Pero entiendo que el hecho de permitir al ciudadano conocer cómo entramos y cómo salimos de la función pública, más allá del sentido burocrático que podrá tener una extensa declaración en un Boletín Oficial, es la muestra más cabal de los hombres honrados que acceden a la función pública.


Por estas razones, más allá del criterio que estoy suponiendo va a prevalecer, quiero dejar sentado este convencimiento con relación al artículo 10.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por la Capital.

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: hago míos los argumentos de que correspondería aprobar la sanción de la Cámara de Diputados. Cuando se consideró en general este proyecto, yo aprobé dicha sanción. Y como bien dijo el señor senador por La Rioja del bloque de la Unión Cívica Radical, corresponde que todos conozcamos íntegramente las declaraciones juradas de todos los funcionarios.


Pero quiero ser muy realista. En efecto, sé que vamos a perder esta votación. Por lo tanto, quiero explícitamente desarmar el argumento del oficialismo respecto de la proliferación de centenares de miles de declaraciones juradas, como dijo el presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, y proponer que sí sea obligatorio publicar íntegramente las declaraciones juradas patrimoniales del presidente y vicepresidente de la Nación, del jefe de gabinete de ministros y ministros del Poder Ejecutivo nacional, de los jueces de la Corte Suprema de la Nación y de los senadores y diputados de la Nación.


No van a ser cientos de miles de declaraciones juradas, sino apenas unos centenares que bien podrían ser publicadas y ser de conocimiento de toda la comunidad. En cuanto al resto, que se sujeten al mecanismo previsto en el dictamen en mayoría de listados y publicidad bajo pedido.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: no dejo de reconocer que es valiosa la intención de nuestro colega por la Capital. Pero ante la inminencia de un resultado 
INCLUDE turno-21.desfavorable, como este artículo creo que es el que más expectativa ha generado, lógicamente, en la opinión pública -porque de qué sirven las declaraciones juradas si no existe una absoluta difusión de ellas a través de su publicación en el Boletín Oficial y, además, si no se facilita ampliamente a los ciudadanos el acceso a ellas-, el bloque radical votará según lo anticipado en su exposición por el señor senador Galván.


Es decir, votaremos para que se mantenga la misma redacción aprobada por la Cámara de Diputados. Dicha sanción expresa lo siguiente: "Las declaraciones juradas de las personas señaladas en los artículos 5? y 6? deberán ser publicadas en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial a solicitud del organismo receptor.


"En cualquier tiempo toda persona podrá consultar y obtener copia de las mismas con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado, con la única condición de su previa identificación.


"Las declaraciones juradas tendrán valor probatorio solamente a los fines de un proceso seguido por delito contra la administración pública (título XI del Código Penal)."


De todos modos, el último párrafo ha sido modificado por una norma posterior, contenida en el dictamen de la mayoría.


Quiere decir que vamos a hacer la moción de aprobar los dos primeros párrafos de la sanción de la Cámara de Diputados, con lo cual votaremos negativamente el dictamen de la mayoría.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: quiero dejar expresada mi coincidencia con lo que acaba de manifestar el señor senador por Mendoza.


En última instancia, un punto medio para dirimir la cuestión es la propuesta del señor senador por la Capital; al fin y al cabo, se trata de una cuestión de logística, es decir, del número de declaraciones que se publicarán. Dicha propuesta me parece más que razonable.


De todas maneras, no quiero dejar de señalar -porque me parece que hay que poner una cuota de realismo en este tema-, que si bien la cuestión de las declaraciones juradas adquiere sobre todo un valor de ejemplaridad hacia el público, es de dudosa eficacia, ya que los más grandes ladrones públicos son, precisamente, quienes cuentan con la ingeniería bancaria de pases y trámites bancarios que impide que se conozca a los titulares de abultadas cuentas en el exterior. Así que, raramente, quienes en verdad merezcan la repulsa pública y la condena penal van a aparecer en un juicio público como consecuencia de sus declaraciones juradas. No obstante, su publicación tiene un valor casi simbólico.


De todas maneras, por si esta norma no se vota en períodos y nos vemos constreñidos por una opción que no es la nuestra, dejo sentada mi posición al respecto para que se tenga presente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: en primer lugar, no comparto que el artículo en tratamiento sea el más importante de este proyecto de ley. Creo que si hay algo importante y que la gente esperaba, es la publicidad de las declaraciones juradas, lo cual está garantizado por este proyecto de ley.


Si los amigos de la Alianza hubiesen leído bien la sanción de la Cámara de Diputados, habrían advertido que ella no establece la obligatoriedad de publicar las declaraciones juradas en el Boletín Oficial. Es mucho más permisiva que la sanción propuesta por el dictamen de la mayoría de la comisión, ya que expresa que las declaraciones juradas únicamente se publicarán a solicitud del organismo receptor.


Entonces, si adherimos al criterio de la sanción de la Cámara de Diputados, vamos a restringir -absolutamente- el conocimiento que de dichas declaraciones podrá tener el público, porque su publicación dependerá de la voluntad del organismo que las recibe. Por eso, creo que en este aspecto, los amigos de la Alianza se han guiado por lo que dicen del proyecto los diarios, y no por lo que en realidad dice su texto.


En consecuencia, vamos a mantener el dictamen de comisión en mayoría, ya que es mucho más generoso con la expectativa de la gente que el texto contenido en la sanción de la Cámara de Diputados, que deja librado al manejo arbitrario de un funcionario la posibilidad de que las declaraciones juradas se publiquen o no. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por  La Rioja.

Sr. GALVÁN.- Creo que la aclaración del señor presidente de la comisión es, por lo menos, una sobreabundancia.


En ningún momento, cuando hice mi propuesta, me remití a la sanción de la Cámara de Diputados. INCLUDE turno-22.Esta es una propuesta sencilla, que parte de mi autonomía de criterio, que de ninguna manera significa ignorar el contexto del proyecto. Así que él puede aceptarlo o no, pero le pido que deje a salvo -por lo menos en esta ocasión- que mi ignorancia no proviene de la Cámara baja, sino de mi propia cosecha.

Sr. GENOUD.- ¿Me concede la palabra, señor presidente?

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Sí. Excepcionalmente le doy la palabra por segunda vez, aunque no corresponde.


¿Desea hacer alguna aclaración, señor senador por la Capital?

Sr. DEL PIERO.- Sí. Quisiera que el señor miembro informante contestara la propuesta que hizo este bloque.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- En primer lugar, nobleza obliga, dejo a salvo y afuera del bloque de la Alianza al señor senador por La Rioja ya que, es cierto, él no se manifestó de acuerdo con la sanción de Diputados, sino que lo hicieron el presidente y los demás integrantes de su bloque. Entonces, queda excluido del bloque de la Alianza el señor senador por La Rioja. Solamente en este aspecto. (Risas.)

En segundo lugar, señor presidente, reitero que vamos a mantener la redacción del dictamen. Con esto respondo al señor senador Del Piero.

Sr. GENOUD.- ¿Me permite? Soy presidente de bloque y tengo derecho a hacer uso de la palabra dos veces.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El Reglamento no dice así. Estoy dando la palabra dos veces en forma excepcional.


Tiene la palabra el señor senador por Formosa.

Sr. MAGLIETTI.- Señor presidente: como inicialmente yo propuse que se mantenga la redacción del dictamen aprobado por la Cámara de Diputados, quiero aclarar al señor senador que he leído reiteradamente el artículo 11 de esa sanción, con cuyo contexto estoy de acuerdo. Y quiero aclararle que yo interpreto que el organismo receptor debe presentar al Boletín Oficial todas las declaraciones juradas. Es decir que no se puede interpretar que queda a voluntad del organismo receptor, sino que la interpretación lógica es que la declaración jurada tiene que pasar por ese organismo, que tiene que hacerlo publicar en el Boletín Oficial.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Santa Fe.

Sr. USANDIZAGA.- Señor presidente: quiero aclarar el sentido de mi voto. Estoy de acuerdo con la postura del señor senador por La Rioja senador Galván.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: el concepto "a solicitud del organismo receptor", que incorpora la Cámara de Diputados, tiene -y esto es materia opinable- distintas interpretaciones.


Nosotros entendimos que alguien tiene que ser el responsable de la publicación. De tal modo que el organismo receptor es el que debe solicitar al Boletín Oficial esa publicación. Pero por si quedara alguna duda, y enriqueciendo el debate con el aporte que acaba de hacer el senador Yoma, vamos a mejorar la redacción del artículo 11, para que no quede ninguna duda de cuál es nuestro propósito respecto de este punto.


En nuestra propuesta, eliminamos "a solicitud del organismo receptor", con lo cual creo que interpreto lo que plantearon los senadores Galván y Usandizaga. Lo hicimos porque constituye un elemento de confusión, aunque no para nosotros. A pesar de que hay un solo confundido ya se plantea una discusión. Entonces eliminamos esa expresión sin sacrificar el concepto sustancial de la norma. De tal modo que el artículo 11 quedaría así: "Las declaraciones juradas...”

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Recuerdo a los señores senadores que estamos considerando el artículo 10. Digo esto porque el señor senador por Formosa aludió al artículo 11 y lo mismo hizo el señor presidente de bloque.

Sr. GENOUD.- Es el artículo 10 que, en la sanción de Diputados, era 11. Y el texto que nosotros proponemos es: "Las declaraciones juradas de las personas señaladas en los artículos 5? y 6? deberán ser publicadas en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial.


“En cualquier tiempo toda persona podrá consultar..."

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El resto sigue como estaba.

Sr. GENOUD.- Sin el último párrafo.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Perfecto.


Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: no quiero entrar en el concurso de rasgamiento de vestiduras que está haciendo el bloque de la Alianza. Pero me parece que el proyecto apunta a dar transparencia y claridad.


Entonces, me parece sumamente acertada la decisión adoptada por nuestra comisión -por eso suscribimos el dictamen-, en el sentido de que a través del Boletín Oficial los argentinos sepan quiénes son los funcionarios que presentaron las declaraciones juradas y que ellas se encuentran en el lugar que corresponde y a solicitud del ciudadano que las requiera, que se tendrá que molestar en ir hasta la comisión y solicitarlas.


Me parece que esto apunta al principal objetivo del proyecto, que es saber si los funcionarios han cumplido con la norma y en dónde se encuentran las declaraciones juradas.


Por otro lado, comparto lo manifestado por el señor senador por La Rioja, en el sentido de que esta redacción es más transparente que la propuesta por la Cámara de Diputados. Tal vez los diputados cometieron un error o quisieron decir otra cosa, pero de acuerdo con su sanción resulta que está en cabeza de la comisión el derecho a publicar la solicitud o no; así dice lo aprobado por aquella cámara, más allá de que se quiera dar otra interpretación o entenderlo de alguna otra manera.


Pero en nuestro dictamen, la publicación es obligatoria. Además, reitero, las declaraciones juradas estarán en un lugar y los argentinos sabrán que sus funcionarios han cumplido; y quien desee conocerlas tendrá que ir y pedirlas.


Creo que este es el mejor sistema y que atiende a todos los intereses, es decir, el general y el particular.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señor senador por La Rioja: ¿mantiene su postura anterior?

Sr. YOMA.- Sí.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se va a votar el artículo 10, tal como lo propuso el miembro informante y consta en el dictamen de comisión en mayoría, suprimiendo el penúltimo párrafo.

Sr. ALASINO.- Que conste que no votan por publicar.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: que quede constancia de nuestro voto negativo.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- El artículo ha sido aprobado por 26 votos a favor, incluyendo el del presidente, y 20 en contra.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: quisiera efectuar una aclaración, a los efectos de indicar por qué no votamos el último párrafo.

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ya se votó, señor senador.

Sr. BERHONGARAY.- Es solamente para una aclaración.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Está bien; estamos actuando con amplitud y, en consecuencia, seremos amplios en este caso, para que el señor senador por La Pampa efectúe la aclaración que estime corresponder.


Para una aclaración tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: me refiero al último párrafo del artículo 11 de la sanción de la Cámara de Diputados.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Estamos hablando del artículo 10, señor senador.

Sr. BERHONGARAY.- Pero digo que no votamos el último párrafo, porque los señores diputados hablaban de que las declaraciones juradas tendrán valor probatorio solamente a los fines de un proceso seguido por delito contra la administración pública. Y nosotros entendemos que se equivocaron, porque hay otra serie de delitos en los cuales la declaración jurada puede tener valor probatorio, como por ejemplo en los contemplados en los artículos 172, 173, 174, inciso 5?), 292 y 293 del Código Penal.


Era simplemente para consignar esta aclaración.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Queda formulada la aclaración.

-Se enuncia el artículo 11.
Sr. MAGLIETTI.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Primero vamos a seguir el procedimiento, es decir, se van a leer las propuestas de modificación formuladas por la comisión y, luego, le daré la palabra a los señores senadores que deseen formular propuestas.


Por Secretaría se dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- Modificación en el inciso d) del artículo 11: "efectuar en forma directa o indirecta, una solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole”. Todo uso ilegal de una declaración jurada será pasible de la sanción de multa de quinientos pesos ($500) hasta diez mil pesos ($10.000). El órgano facultado para 
INCLUDE turno-24.aplicar esta sanción será exclusivamente la Comisión Nacional de Ética Pública creada por esta ley. Las sanciones que se impongan por violaciones a lo dispuesto en este artículo serán recurribles judicialmente ante los juzgados de primera instancia en lo contencioso administrativo federal."

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El último párrafo queda como está. Se han leído únicamente las modificaciones propuestas. 


Tiene la palabra el señor senador por Formosa.

Sr. MAGLIETTI.- Señor presidente: al tratar el artículo anterior propuse la aprobación del artículo 11 con la redacción aprobada por la Cámara de Diputados. Lógicamente este artículo 11 contenido en el despacho de mayoría no existe en la sanción de la cámara baja, motivo por el cual quiero dejar sentado mi desacuerdo con las condiciones establecidas en esta norma y, especialmente, con respecto al inciso a), en el cual se especifica que las personas que accedan a una declaración jurada mediante el procedimiento previsto por esta ley no podrán utilizarla para cualquier propósito ilegal. 


Creo, señor presidente, que esta frase no es muy acertada porque, si el procedimiento es ilegal quiere decir que se está violando una ley y, de ser así, esa norma fijará seguramente las sanciones que correspondan en el caso de tratarse de una ley penal. Y en el caso de tratarse de una norma civil, seguramente fijará el derecho a una indemnización por daños y perjuicios. De modo tal que considero redundante establecer esa disposición.


De la misma manera, considero que la aplicación de una multa no corresponde, en primer lugar, porque no podemos otorgar a esta Comisión funciones judiciales; para eso está la Justicia. Entonces, si se aplica una sanción, creo que debe ser aplicada por los órganos judiciales que correspondan. No debemos dar funciones judiciales, reitero, al órgano que estamos creando mediante este proyecto. 


Creo, en consecuencia, que tampoco esta es una disposición muy acertada. 


Sostengo, entonces, señor presidente, el lineamiento establecido en la sanción de la Cámara de Diputados. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: quiero aclarar que este agregado relativo al uso ilegal o indebido de las declaraciones juradas se hizo siguiendo el sistema aplicado en el derecho comparado, particularmente en los Estados Unidos, respecto de este régimen. Dicha norma ha sido consensuada con los señores senadores del bloque al cual pertenece el señor senador Maglietti, y ha sido tomada específicamente de un proyecto del señor senador López, integrante de la bancada radical. 


Creo entonces que cuenta con un alto nivel de consenso no sólo en nuestra legislación sino también en el derecho comparado, razón por la cual  vamos a mantener la redacción del artículo tal como fue leída. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se va a llamar para votar el artículo 11 con las modificaciones leídas por Secretaría. 

-Así se hace.

-Luego de unos instantes:

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se va a votar el artículo 11 en la forma indicada. 

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Queda aprobado por unanimidad. 




-Se enuncia el artículo 12.
SR. PRESIDENTE (Menem).-Tiene la palabra el señor senador por la Capital.

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: quiero hacer notar que en este artículo el dictamen de la mayoría receptó uno de los dos temas que planteaba la sanción de la Cámara de Diputados.


Recuerdo que cuando en esa sanción se abordaba el tema de los antecedentes de los funcionarios, se capturaba no solamente la declaración jurada de antecedentes laborales para controlar posibles conflictos de intereses sino que también se hacía especial hincapié en la cuestión de la idoneidad; incluso, se la trataba en primer término. Es decir, se trataba de verificar si los funcionarios designados para determinados cargos cumplían con los antecedentes de idoneidad necesarios. Es por eso que me permito insistir en la sanción de Diputados, para que mantengamos este criterio. 


Recuerdo que en ella se hacía referencia a una declaración jurada que acreditara conocimiento en la materia de competencia. Estos términos desaparecieron del dictamen de la mayoría y solamente se conserva la declaración jurada de antecedentes del funcionario, a los efectos de controlar posibles conflictos de intereses.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: he visto la propuesta del senador Del Piero y me parece que está mal. Voy a decir por qué.


Aquí seguimos entreverando los conceptos. Estamos al borde de confeccionar una norma en la que se pierde el sentido de lo que queremos lograr.


La Constitución dice que la única condición de admisibilidad en los empleos públicos es la idoneidad. Esta no tiene por qué ser controlada por la Comisión de Ética Pública.. Esto es lo que, en definitiva, nos está proponiendo el senador por la ciudad de Buenos Aires.


La idoneidad tiene otro sentido. En la República hay otros mecanismos que, de alguna manera, ponen a la idoneidad del funcionario público por delante de su cargo. La Comisión de Ética Pública tiene otro sentido y otra dirección. 


Son dos conceptos distintos. La idoneidad está fuera de la ética. Por lo menos, en el sentido que esta norma está proponiendo.


Entonces, me parece totalmente inapropiado poner en manos de la Comisión de Ética la facultad de establecer una especie de juicio previo para evaluar la idoneidad de los cargos en la declaración jurada.


No sé qué va a decir el miembro informante de la comisión, pero creo que esta propuesta no corresponde a esta norma.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Mantenemos la redacción del dictamen.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 12 tal como figura en el dictamen.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Queda aprobado por unanimidad, salvo el voto del señor senador por la Capital, del bloque de la Alianza.

Sr. ALASINO.- Entonces es por mayoría, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Así es. Queda aprobado por mayoría consistente en más de dos tercios. Por unanimidad menos un voto. Hago esta aclaración para que los señores senadores lo entiendan.

-Se enuncia el artículo 13.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se leerán las modificaciones propuestas por la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- Artículo 13, inciso b): “ser proveedor por sí o por terceros de todo organismo del Estado en donde desempeñe sus funciones.”

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consideración.

Sr. VILLARROEL.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: no estoy de acuerdo con la modificación, porque es demasiado limitativa.


Ser proveedor no es la única forma de relacionarse con la Administración Pública y producir un eventual conflicto de intereses. Se puede ser concesionario, titular de algún permiso precario, etcétera. 


Pero, sobre todo, mi desacuerdo con la norma radica en que circunscribe prácticamente a los alcances de las negociaciones incompatibles con la función pública los alcances de la incompatibilidad, lo que me parece fuera de toda lógica; 
INCLUDE turno-26.porque tal como está redactado el artículo, quedaría habilitado para ejercer gestiones en favor de una empresa privada -por ejemplo- el ministro de un ramo que se interese ante otro ministro del mismo Poder Ejecutivo que tenga a su cargo la competencia funcional directa -como dice la norma- para el otorgamiento de una concesión o la firma de un contrato de provisión, etcétera.


Además, en la primera de las audiencias que hubo en la Comisión de Asuntos Constitucionales, entre otros, disertó el ministro de Justicia, doctor Granillo Ocampo, quien no sólo dijo que el artículo 13 le parecía inconveniente en cuanto limitaba demasiado el campo de las incompatibilidades, sino que también lo aseveró en una nota escrita que acompañó a su presentación que, si no recuerdo mal, fue en febrero de este año, cuando el asunto empezó a tratarse en comisión.


Debo recordar que toda la doctrina jurídica administrativa y la constitucional coinciden en que las incompatibilidades no sólo deben ser más amplias, sino que además deben ser objeto de interpretación extensiva porque, de lo que se trata es de salvaguardar el valor de insospechabilidad que debe tener el ejercicio de la función pública.


Por lo expuesto, marco mi disidencia con esta norma y, además, he hecho llegar a la Secretaría Parlamentaria una propuesta de mi parte de redacción del artículo 13 -que voy a solicitar se lea seguidamente-, cuyos fundamentos radican en los conceptos que he expresado y, además, en que me parece que es necesario prever también la extensión de los efectos de la incompatibilidad o de los eventuales conflictos de intereses hacia atrás -vale decir, antes de la asunción de la función- y también hacia adelante -esto es, luego del egreso de la función-. 


Ello coincide inclusive con normas que están vigentes como, por ejemplo, el régimen general básico de la función pública que, dicho sea de paso -y esto viene a cuento a raíz de una observación formulada por el señor senador por Entre Ríos del Partido Justicialista-, contempla estas cuestiones de la idoneidad, inclusive con algunas referencias que hacen a la idoneidad ética, las que, precisamente, están además explícitamente contempladas en la Convención Interamericana contra la Corrupción que, como todos sabemos, ha sido adoptada por ley del Congreso de la Nación. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se va a dar lectura a la propuesta que formula el señor senador por Catamarca respecto del artículo 13.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).-  Artículo 13 propuesto por el señor senador Pedro Villarroel. (Lee:) Artículo 13.- Sin perjuicio de las especiales establecidas por la Constitución y las leyes, son causas de inhabilidad para el ingreso o reingreso a la función pública o, en su caso, de incompatibilidad con su ejercicio, la representación, patrocinio, asesoramiento, prestación de servicios o procuración de intereses propios de personas físicas o jurídicas que gestionen o hayan obtenido concesiones, contratos o actos administrativos regulatorios de actividades que den lugar aun eventualmente a conflictos entre el interés público y el privado de estas personas.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Santa Fe.

Sr. USANDIZAGA.- Señor presidente: aunque, por supuesto, ya he sentado mi posición al firmar el dictamen en disidencia juntamente con el señor senador Villarroel, quiero dejar aclarado que coincido con él y que mi voto será consecuente con ello.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Salta.

Sr. ULLOA.- Señor presidente: insisto en que se suprima la expresión: "...siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa...".

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por la Capital.

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: iba a sugerir la inclusión de ocho incisos en el artículo en consideración, a fin de dejar explícitamente mencionadas las incompatibilidades, en coincidencia con lo fundamentado precedentemente por el señor senador Villarroel. Sin embargo, hago míos los argumentos del señor senador por Catamarca y, en consecuencia, votaré favorablemente la redacción que él propuso.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Señor presidente: la referencia a la competencia funcional directa figura en la sanción de la Cámara de Diputados; no ha sido incorporada por el Senado. Por ello, hemos convenido incorporar un inciso con relación al carácter de proveedor del Estado, de manera directa, INCLUDE turno-27.y mantener la redacción remitida por la Cámara de Diputados respecto de la incompatibilidad de los funcionarios.


Entonces, mantenemos la redacción, tal como fue leída por Secretaría.

Sr. ALASINO.- De lo contrario, abre la figura del prevaricato.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Solicite el uso de la palabra, senador Alasino, que se la voy a conceder.

Sr. ALASINO.- Si se acepta la propuesta del senador Del Piero, se abre el prevaricato, incorporándose una especie de tipo penal en blanco.


Quiero decir que comparto la posición del señor senador por La Rioja: es imposible admitir esta propuesta porque, de hacerlo, se abriría un tipo penal en blanco; sería un prevaricato nuevo.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: el bloque radical apoyará la propuesta formulada por el señor senador por Catamarca de la Alianza.

Sr. YOMA.- En Catamarca no hay Alianza. El Frepaso está en contra ...

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Salta.

Sr. ULLOA.- Señor presidente: solicito que se lea nuevamente el texto del artículo en consideración.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señor senador: ¿usted solicita que se lea el texto propuesto por la comisión?

Sr. ULLOA.- Sí, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- El texto propuesto por la comisión para el artículo 13, inciso b) dice: "ser proveedor ...

Sr. ULLOA.- Señor presidente: en el dictamen de la mayoría que está sobre mi banca no figuran los incisos a) y b).

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- El texto del artículo es el mismo, pero fue divido en incisos.


Si lo desea, señor senador, daré lectura al texto completo.

Sr. ULLOA.- Sí; por favor.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Por Secretaría se dará lectura al texto del artículo en consideración, tal cual se pondrá a votación.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- “Artículo 13.- Es incompatible con el ejercicio de la función pública: a) dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado, o realice actividades reguladas por éste, siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades; b) ser proveedor por sí o por terceros de todo organismo del Estado en donde desempeñe sus funciones.”

Sr. PRESIDENTE (Menem).- ¿El señor senador por Salta desea realizar alguna observación?

Sr. ULLOA.- No, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 con la redacción propuesta por la comisión. Es decir, según el texto con las modificaciones que oportunamente fueron leídas.


Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: ¿se va a someter a votación el texto donde figuran los incisos a) y b)?

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Sí, señor senador.

Sr. ALASINO.- ¿Cuál es el otro texto alternativo, entonces?

Sr. PRESIDENTE (Menem).-  Por Secretaría se dará lectura, señor senador.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- El texto del artículo 13 propuesto por el señor senador Villarroel es el siguiente: "Sin perjuicio de las especiales establecidas por la Constitución ...".

Sr. ALASINO.- ¿Este es el texto alternativo?

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Es el texto propuesto por el señor senador Villarroel.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: esta mañana los legisladores de la Alianza nos remitieron su propuesta alternativa al texto del artículo 13.


En la copia que obra en mi poder, tal propuesta figura en negrita. Este es el texto que remitió la Alianza.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- No vamos a poner en consideración lo que pudo haberle remitido la Alianza sino el dictamen de la comisión, señor senador.


Hay una propuesta del señor senador por Catamarca, a la que han adherido los señores senadores del bloque radical que han hablado sobre este punto.


Sr. ALASINO.- Señor presidente: a este artículo 13, que originariamente contenía la propuesta de la comisión, se le agregó un inciso b), que  ella había aceptado, que dice: "ser proveedor por sí o por  terceros ... ".


Hace un rato me hicieron llegar ese dictamen y me dijeron que lo que estaba en letra cursiva había sido acordado con la comisión.  Sin embargo, parece que ahora se va a someter a votación otro texto, que no es el que me hicieron llegar.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: con respecto al artículo 13, que se acaba de leer, es cierto que está contenido en el trabajo que le hice llegar al presidente del bloque justicialista, pero ahora le vamos a incorporar también las modificaciones que acaba de sugerir el senador Villarroel.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Santa Fe.

Sr. USANDIZAGA.- Señor presidente: quiero aclarar que la sugerencia del señor senador Villarroel no es producto de una decisión que haya tomado en este momento en su banca sino que se trata de un dictamen firmado por él y por quien habla, que tiene cuatro meses de antigüedad. Hace cuatro meses que venimos sosteniendo esto; evidentemente -perdóneme, no quiero entrar en una polémica-, votarlo así es hacer la apología del tráfico de influencias. ¿Vamos a permitir, por ejemplo, que un ministro, aunque no sea del ramo, pueda asesorar?  Por favor ...

Sr. PRESIDENTE (Menem).- La Presidencia va a poner a votación el texto propuesto por la comisión, es decir el dictamen de la mayoría que fue oportunamente aprobado por la comisión, con las modificaciones propuestas.

Sr. YOMA.- ¿Me permite, señor presidente?

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Si no es muy engorroso, pido que se lea de nuevo por Secretaría la redacción propuesta por el señor senador Villarroel.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ya se ha leído en dos oportunidades, señor senador.

Sr. GENOUD.- Está esperando que vengan dos senadores más. (Risas.)

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se va a votar.

Sr. YOMA.- Señor presidente: ¿me permite? Soy el presidente de la comisión ...

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Sí, señor senador.

Sr. YOMA.- Estoy comparando un texto con otro, mientras hablan los señores senadores; nada más. Quiero saber bien al respecto porque quizá podamos hacer lugar a la modificación propuesta. Por eso pido que, si es posible, se lea nuevamente.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se va a leer nuevamente, pero ruego a los señores senadores que presten atención.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- Artículo 13 propuesto por el señor senador Villarroel: Sin perjuicio de las especiales establecidas por la Constitución y las leyes, son causas de inhabilidad para el ingreso o reingreso a la función pública o, en su caso, de incompatibilidad con su ejercicio, la representación, patrocinio, asesoramiento, prestación de servicios o procuración de intereses propios de personas físicas o jurídicas que gestionen o hayan obtenido concesiones, contratos o actos administrativos regulatorios de actividades que den lugar, aun eventualmente, a conflictos entre el interés público y el privado de estas personas.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: la propuesta del señor senador Villarroel ya se encuentra tipificada en dos delitos actuales del Código Penal: uno, el tráfico de influencias -artículo 256- y el otro, la negociación incompatible con la función pública. 


Este fue el sentido de nuestra redacción. Creemos que es absolutamente redundante la propuesta de los señores senadores Villarroel y Usandizaga. Si bien compartimos su espíritu, preferimos la redacción actual del dictamen.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- De ninguna manera la propuesta es redundante ni coincide con la figura de negociación incompatible con la función pública, porque si se habla en las normas -como se lo hace- de inhabilidad e incompatibilidad, el proyecto justamente trata de evitar que ingrese como funcionario público alguien que será sujeto de un conflicto, aun eventual, de intereses con los de la administración  pública. Se trata de prevenir que eso suceda.
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Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13 tal como ha sido propuesto por la comisión.

-Se practica la votación.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Han votado 24 senadores por la afirmativa y 22 por la negativa. En consecuencia, queda aprobado el artículo 13.


De acuerdo con la propuesta hecha por la comisión, se incluiría un nuevo artículo a continuación del artículo 13. Por Secretaría se le dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- El nuevo artículo quedaría redactado de la siguiente manera: (Lee:) “Aquellos funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o concesiones de empresas o servicios públicos, tendrán vedada su actuación en los entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios.”

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consideración el nuevo artículo, que se agregaría a continuación del 13.

Sr. GENOUD.- Que se vote.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Si no se hace uso de la palabra, se va votar.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Queda aprobado por unanimidad el nuevo artículo, que llevará el número 14.

-Se enuncia el artículo 15, ex 14.

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: sobre el particular tengo una propuesta que obra en poder de la Secretaría Parlamentaria, que trata de abarcar hipótesis no tenidas en cuenta por la norma precedente sobre incompatibilidades, referidas en especial a su ámbito temporal.


Bien puede ocurrir que el presidente o dueño de una empresa de automóviles renuncie hoy y mañana pase a desempeñarse como secretario de Industria, Comercio y Minería, lo que desde luego sería una situación absolutamente reprochable. Sin embargo, situaciones de este tipo no están abarcadas por la norma. Inversamente, puede darse el caso de que un señor que desempeñe la titularidad de esa Secretaría, al día siguiente de egresar de esa función, tal como lo hacen algunos embajadores extranjeros, se dedique a hacer  “lobbying” en asuntos que se están tramitando en la dependencia en la que ha prestado sus servicios.


Por estos motivos, propuse una redacción para modificar el artículo 14, semejante a normas vigentes en materia de función pública. El texto es el siguiente: “Las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en el artículo precedente regirán a todos sus efectos aunque sus causas precedan o sobrevengan al ingreso o egreso del funcionario público durante el año inmediatamente anterior o posterior, respectivamente.”


Este es el sentido de la modificación que propongo, cuyas razones me parece que son obvias.

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° del H. Senado, senador Carlos H. Almirón.
Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- La Secretaría informa que en el ex artículo 14 -ahora 15- de la comisión hay una sola modificación. En el primer párrafo, en lugar de “Las incompatibilidades que se establecen en el presente capítulo”, se propone decir: “Las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos precedentes regirán...”, continuando luego con la redacción del dictamen.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: quisiera que el señor senador Villarroel, que  acaba de proponer una modificación, explicite si cambia el sentido de su propuesta originaria, que ha sido oportunamente aceptada por la comisión.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: es cierto lo que dice el señor senador por La Rioja. Al exponer la disidencia parcial no quedó explicitado el texto de la norma.
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Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 15, ex 14, con las modificaciones propuestas por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 16 y 17, ex 15 y 16.

Sr. PRESIDENTE.- Han sido aprobados por unanimidad.
-Se enuncia el artículo 18, ex 17.
Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por la Capital.

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: en este artículo propongo que se agregue la categoría de “bienes”. 


A la redacción del artículo, que dice: “Los funcionarios públicos no podrán recibir regalos, obsequios o donaciones, sean de cosas o servicios...” propongo que se agreguen las palabras “... o bienes...” y que después de “cosas” vaya una coma en lugar de la “o”. Puede ocurrir que obtengan el usufructo de algún bien y ello no quede capturado por este artículo.

Sr. ALASINO.- La electricidad, por ejemplo.

Sr. DEL PIERO.- No, la electricidad es una cosa. En fin, es una discusión del Código Civil.


La propuesta concreta, señor presidente, es el agregado del concepto de bienes al de cosas y servicios.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr.YOMA.- Señor presidente: la comisión acepta la modificación propuesta por el señor senador Del Piero.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 18, ex 17, con las modificaciones aceptadas por la Comisión.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 19, ex 18.
Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Por Secretaría se va a dar lectura a las modificaciones propuestas por la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- La modificación es la siguiente: “... la Comisión Nacional de Ética Pública deberá realizar una prevención sumaria.”

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- En consideración el artículo 19, ex 18, con las modificaciones propuestas por la comisión.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: a título informativo, quiero decir que la sanción de la Cámara de Diputados establecía como algo facultativo de la Comisión Nacional de Ética Pública la realización de la prevención sumaria en los casos de los delitos contra la administración pública. En este caso, el Senado modifica la norma y transforma en obligatoria la realización de la prevención sumaria.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: sin perjuicio de que votaré afirmativamente el artículo, me parece que no corresponde porque la prevención sumaria, ¿qué supone?: ¿una investigación prejudicial?  ¿Cómo funciona la prescripción de la acción o del delito frente a lo que supone la demora de una prevención sumaria? ¿Qué intenta descubrir y qué objeto y sentido tiene si luego el juez o el Ministerio Público serán los que, de alguna manera, lleven adelante la investigación que determine si hubo o no responsabilidad penal?


Es probable que sea una ayuda porque le da facultades a la comisión, pero realmente creo que es una superposición de actividades que el Estado ya realiza a través de los jueces.


Señor presidente: no obstante estas reflexiones, reitero mi acompañamiento al artículo en consideración.
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Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- A continuación, en el artículo 20 se establece taxativamente que la prevención sumaria no tiene carácter  prejudicial.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 19, ex 18.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Se deja constancia de que ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 20, ex19.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Por Secretaría se va a dar lectura a las modificaciones propuestas por la Comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- La Secretaría informa que se agrega un segundo párrafo que quedaría redactado de la siguiente manera: "La reglamentación determinará el procedimiento con el debido resguardo del derecho de defensa."

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- En consideración el artículo 20, ex 19, con las modificaciones aceptadas por la Comisión.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Simplemente, quiero señalar que este agregado se refiere precisamente al carácter de la prevención sumaria, a fin de determinar cuáles son el marco y las limitaciones de las facultades de la Comisión en cuanto a garantizar el cumplimiento del derecho de defensa, que no se había establecido en la sanción de la Cámara de Diputados.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Se deja constancia de que ha sido aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 21, 22, 23 y 24, ex 20, 21, 22 y 23.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Se deja constancia de que han sido aprobados por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 25, ex 24.

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Por Secretaría se va a dar lectura al artículo 25, ex 24, con las modificaciones aceptadas por la Comisión.

Sr. SECRETARIO (Pontaquarto).- La Secretaría informa que hay una modificación al inciso c), que quedará redactado de la siguiente manera: "c) Redactar el Reglamento de Ética Pública del Congreso de la Nación, según los criterios y principios generales del artículo 2?, los antecedentes nacionales sobre la materia y el aporte de organismos especializados. Dicho cuerpo normativo deberá elevarse al Honorable Congreso de la Nación a efectos de su aprobación mediante resolución conjunta de ambas Cámaras;"


Asimismo, se agrega el inciso m), que quedará redactado de la siguiente forma: "m) Requerir, cuando lo considere pertinente, la presentación de las correspondientes declaraciones juradas a los sujetos comprendidos en el artículo 5? inciso v) de la presente ley."

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente del H. Senado, senador Antonio Cafiero.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En consideración el artículo 25, ex 24, con las modificaciones aceptadas por la Comisión.


Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- En este artículo quiero hacer una salvedad.


En el dictamen en disidencia parcial, suscripto por el señor senador Usandizaga y quien habla, proponíamos que se mantenga una de las frases contenidas en el proyecto sancionado por la Cámara de Diputados, por la que se autorizaba dentro de la faz administrativa de la investigación de una eventual irregularidad, el llamado denunciante de identidad reservada. Ello radica en el hecho de que el texto del apartado 8 del artículo 3? de la Convención Interamericana contra la Corrupción prevé expresamente esa figura. Cabe resaltar que dicha convención ha sido ratificada por una ley que está vigente.


De manera que mantengo la propuesta que está explicitada en el dictamen en disidencia.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Es para hacer una pregunta al presidente de la comisión. Cuando en el inciso c) se habla de redactar un Reglamento de Ética Pública, ¿se entiende que hasta que no se redacte el respectivo documento estarán en vigencia, una vez promulgada la ley, todas las normas operativas que contiene esta iniciativa? O sea, propongo que la falta de reglamentación no actúe como un elemento 
INCLUDE turno-32.que pueda llegar a demorar mucho tiempo la puesta en vigencia efectiva de la norma que estamos sancionando y que se apliquen en forma inmediata a su sanción las normas operativas que contienen.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: en ocasión del debate de la ley llamada del arrepentido, esta Cámara rechazó la inclusión de un instituto del Código Penal parecido al del denunciante anónimo que se plantea aquí, que es el testigo de identidad protegida, como lo llamaban en aquel entonces.


Como decía, este cuerpo rechazó por unanimidad esa inclusión porque consideramos que violentaba esencialmente el derecho de defensa al no poder conocer la identidad de quien está acusando de la comisión de un delito al funcionario público o, por lo menos, tener derecho a un careo. 


En atención a aquella jurisprudencia que sentó esta propia Cámara respecto a este tipo de figura que violenta flagrantemente el ejercicio del derecho de defensa, y que puede dar lugar, incluso, a abusos e injusticias -este no es el espíritu de la ley-, en el dictamen que estamos considerando hemos rechazado la inclusión de esta figura que está prevista en la sanción de la Cámara de Diputados, que creo -reitero- que violenta e irrita los principios más elementales de la defensa en juicio. 


Por eso, vamos a mantener la redacción del artículo tal cual ha sido leído por Secretaría.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 25, ex 24.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad.

-Se enuncia y aprueba el artículo 26, ex 25.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 27, ex 26.
Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- La Secretaría informa que no hay modificaciones en este artículo.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: quiero dejar constancia de mi voto negativo a las modificaciones a la Parte General del Código Penal con las que hemos disentido en un dictamen en minoría junto con el senador Usandizaga.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Señor senador Villarroel: ¿se está refiriendo al artículo 26?

Sr. VILLARROEL.- A todo lo que comprenden las modificaciones de la Parte General del Código Penal.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se toma debida nota por Secretaría.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 27, ex 26.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 28, 29, 30 y 31, ex 27, 28, 29 y 30.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se deja constancia de que estos artículos fueron aprobados por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 32, ex 31.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- Obra en Secretaría la siguiente modificación. En la última parte del artículo 32, ex 31, luego de donde dice "... Si aquella conducta estuviera destinada a hacer valer indebidamente", se agrega "una influencia ante un magistrado del Poder Judicial", continuando la redacción tal como está impreso en el orden del día.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: yo había propuesto otra redacción para el artículo 256 bis, en la que se introdujera el concepto de la inducción por manifestaciones inequívocas. También propuse que después de la expresión: "relación jerárquica o de parentesco" se agregara: ""o de amistad".


Concretamente, la propuesta es la siguiente: "Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que por sí o por persona interpuesta solicitare o indujere con manifestaciones inequívocas [puede llegar a darse con mucha frecuencia] o recibiere dinero o cualquier otra dádiva..., ...para hacer valer indebidamente la influencia derivada de una relación jerárquica o de parentesco o de amistad..."


Es decir, agrego el concepto de amistad al final y la referencia a la inducción por manifestaciones inequívocas.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por  La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: estamos considerando el artículo 31 del dictamen. No tengo sobre mi banca otras modificaciones...

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Hay otra modificación...

Sr. YOMA.- ¿Se refiere al párrafo que habla de la relación de parentesco o jerárquica?

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Lo que se propone es agregar el vocablo "su" antes de la palabra "influencia"...

Sr. YOMA.- Claro, es el párrafo referido al cohecho planteado por el señor senador Cafiero, pero en este artículo 31 del dictamen, sobre el tráfico de influencias...

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Señor senador: si me permite, por Secretaría se va a dar lectura al texto completo propuesto para el artículo en consideración, con las modificaciones peticionadas.

Sr. SECRETARIO (Pontaquarto).- El artículo 32, ex 31, de acuerdo con la propuesta efectuada por la comisión, dice lo siguiente: “Incorpórase como artículo 256 bis del Código Penal el siguiente: Artículo 256 bis: Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que por sí o por persona interpuesta solicitare o recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptare una promesa directa o indirecta, para hacer valer indebidamente su influencia ante un funcionario público, a fin de que éste haga, retarde o deje de hacer algo relativo a sus funciones.


"Si aquella conducta estuviera destinada a hacer valer indebidamente una influencia ante un magistrado del Poder Judicial o del Ministerio Público, a fin de obtener la emisión, dictado, demora u omisión de un dictamen, resolución o fallo en asuntos sometidos a su competencia, el máximo de la pena de prisión o reclusión se elevará a doce años."

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: pido que se incorpore entre la palabra "solicitare" y las palabras "o recibiere", la siguiente frase: "... o indujere con manifestaciones inequívocas...". 


Estamos tratando de que no existan tipos penales en blanco. Creemos que de esta forma evitaríamos que se genere un vacío. Se trata de una inducción por manifestaciones inequívocas, que no encuadra en solicitar ni, tampoco, en recibir.


También proponemos que se agregue, después de la expresión " relación jerárquica o de parentesco" incorporada en el dictamen de comisión, lo siguiente: "o de amistad", tanto en el primero como en el segundo párrafo del artículo.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: primero quiero referirme a dos cuestiones puntuales. Luego responderé al planteo formulado por el señor senador por La Pampa.


Este artículo sufrió distintas modificaciones.


Primero, la Cámara de Diputados incluyó a los particulares en la tipificación del delito de tráfico de influencias, con lo cual -dado lo genérico de ese tipo delictivo- se afectaba a todo ciudadano que se dirigiese a los poderes públicos a peticionar, inclusive, ejerciendo el derecho constitucional de peticionar ante las autoridades. Tan defectuosa era esa redacción que en la comisión, incluso a través de la consulta a un magistrado -el doctor Bagnasco- y un fiscal -Plé- se resolvió restringir el tipo delictivo y precisarlo para que la gestión legítima del uso del derecho constitucional de peticionar no quedara abarcada dentro de ese tipo delictivo establecido por el Código Penal.


Por eso, en la comisión resolvimos en primera instancia que debía haber una relación de parentesco o jerárquica entre el particular que ejerce la influencia y el funcionario público que la recibe.


Pero luego, a través de un análisis posterior que efectuamos, fundamentalmente, como consecuencia del debate en general, observamos que esta tipificación del delito dejaba afuera a muchos casos de tráfico de influencias o de influencias indebidas de particulares 
INCLUDE turno-34.que no respondían quizás a relaciones de parentesco o jerárquicas, pero que podían quedar abarcadas o atrapadas por la norma penal. Es por eso que se elimina a este tipo de relaciones como elemento constitutivo de la conducta típica del tráfico de influencias. Y queda comprendida en el artículo toda influencia ejercida de manera indebida por parte de un particular ante un funcionario público, con lo que creemos que queda contenida la posibilidad del llamado "lobby" ilegítimo que se ejerce a veces ante funcionarios públicos, y que pueden quedar atrapados por la norma penal.


Por ello hemos finalizado la redacción que leyó el señor prosecretario con la inclusión del llamado cohecho político, que ha sido una propuesta del señor senador que preside la Cámara en este momento, que es aquel efectuado contra un juez en ejercicio de sus funciones y que no está contemplado en la sanción de Diputados. Con esto creemos que la figura del tráfico de influencias queda absolutamente contenida en la redacción que se acaba de leer por Secretaría.


No me gusta mucho esto de inducir... Quizá este sea un análisis bastante ligero, porque recién conozco la propuesta del senador Berhongaray. Repito, no me gusta mucho esto de las señales inequívocas, porque el tipo penal tiene que ser preciso. Realmente puede dar lugar a interpretaciones confusas. Por eso preferimos los tipos penales precisos.


Por consiguiente vamos a mantener la redacción leída por el señor prosecretario parlamentario con relación al artículo 31, que queda incorporado como artículo 256 bis del Código Penal argentino.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 32, ex 31 con las modificaciones aceptadas por el señor miembro informante.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 33 y 34, ex 32 y 33.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Han sido aprobados por unanimidad.
-Se enuncia el artículo 35, ex 34:
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura a las modificaciones propuestas y aceptadas por la Comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Artículo 34.- Sustitúyese el artículo 265 del Código Penal por el siguiente:


Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e inhabilitación..."


Luego sigue textualmente, pero se agrega un último párrafo: "Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales."

Sr. GENOUD.- Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: solicito al señor miembro informante de la mayoría que se incorpore la figura del soborno internacional al artículo en cuestión.


Esta figura está contemplada en la Convención Interamericana contra la Corrupción que se realizó en Buenos Aires en 1997. Su artículo 7? precisamente obliga a los Estados miembros, entre ellos la Argentina, ya que este tratado fue ratificado por ley, a prohibir y sancionar el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente por parte de sus nacionales, personas que tengan residencia habitual, etcétera, dádivas, favores, promesas o ventajas a cambio de que dichos funcionarios realicen u omitan cualquier acto en el ejercicio de funciones públicas relacionadas con una transacción de naturaleza económica o comercial.


En una palabra, un tratado al que nosotros hemos adherido y que hemos ratificado por ley, nos obliga -diría- a incorporar la figura del soborno internacional.


Entonces, la proposición que formulamos, que fue INCLUDE turno-35.originaria del señor senador López, es solicitar que se incorpore como segundo párrafo del artículo 34 el siguiente texto: "Será reprimido con reclusión de uno a seis años e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que ofreciere u otorgare a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita realizar un acto en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionadas con una transacción de naturaleza económica o comercial.".


Es decir que se utiliza la propia definición que contiene el tratado interamericano contra la corrupción.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: la propuesta que formula el señor senador Genoud ya la había anticipado el señor senador López, que hoy no está presente, y mereció en su momento el debido análisis por parte de la comisión. Tan así es que el doctor Bagnasco, que tiene a su cargo la causa "IBM-Banco Nación", así como también otras resonantes, sugirió la incoporación de esta figura delictiva.


Cuando analizamos el tema y fuimos a la legislación comparada, advertimos que Estados Unidos es el único país que contempla esta figura entre su normativa. En efecto, allí existe una serie de leyes específicas en materia de registraciones contables de las empresas -se especifica cuándo los pagos son ilegales, en qué condiciones participan los directivos o no, etcétera-, a fin de detectar aquellos casos en donde pudo haber tenido lugar el soborno internacional. Pero tan engorrosa es la aplicación de esta figura, que recién en 1995 tuvo lugar la primera condena por soborno internacional.



No obstante ello, haciendo la salvedad de que se trata de una cuestión controvertida, novedosa y de muy difícil aplicación, nosotros hemos decidido aceptar esta figura del soborno internacional propuesta por el señor senador López y reiterada por el señor senador por Mendoza.


El texto que proponemos, y que no entraría como un agregado al artículo 34 sino que constituiría uno nuevo, es el siguiente: "Será reprimido con reclusión de uno a seis años e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que ofreciere u otorgare a un funcionario público de otro Estado, directa o indirectamente, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita realizar un acto en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionados con una transacción de naturaleza económica o comercial.".


Esta redacción obedece un poco a que la figura ya está incorporada en la convención interamericana, a cómo se encuentra contemplada en el derecho comparado y, en alguna medida, a la intención de hacerla operativa, ya que se trata de muy difícil aplicación.


Por todo lo expuesto, reitero, aprobamos la incorporación de la figura del soborno internacional en los términos que acabo de plantear.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: el texto que acaba de leer el señor miembro informante es el mismo que cité hace unos momentos, con la única diferencia de que él lo propone como un artículo nuevo y yo lo había hecho como segundo párrafo del artículo 34.


No obstante lo señalado, aceptamos el criterio metodológico propuesto por el señor senador por La Rioja.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se va a votar el artículo 35, ex 34, con las modificaciones aprobadas por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- El artículo queda aprobado por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 35.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura a las modificaciones propuestas y aceptadas por la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- "Artículo 35.- Sustitúyese el artículo 266 del Código Penal por el siguiente: Artículo 266: Será reprimido con prisión de uno a cuatro años..."

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Pero ahora hay un nuevo artículo 35.

Sr. ALASINO.- Autorizamos a la Presidencia a reordenar la numeración de la manera que corresponda.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En consideración el artículo 35 con la modificación propuesta y aceptada por la comisión.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar tal cual figura en el INCLUDE turno-36.dictamen con una modificación aceptada por la Comisión. 

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad. 

-Se enuncia el artículo 36.

Sr. Presidente (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura. 

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Artículo 36.- Sustitúyese el artículo 268 (2) del Código Penal por el siguiente: Artículo 268 (2).- Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta al cien por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación especial perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare [y aquí viene el agregado propuesto por la Comisión] razonablemente un incremento en su patrimonio de significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones." Luego sigue la redacción tal como aparece en el dictamen.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En consideración el artículo 36.

Sr. VAQUIR.- Aquí dice artículo 258, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Es el artículo 268. 


Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- En la nueva redacción propuesta por la comisión, ¿subsiste la norma  actual que dice que la prueba que ofrezca acerca de su enriquecimiento se conservará secreta, a su pedido, y no podrá ser invocada contra él para ningún otro efecto?

Sr. ALASINO.- Se mantiene. Ya se votó el artículo, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor presidente de la comisión. 

Sr. YOMA.- Nosotros mantenemos la  redacción vigente del artículo 268, según la cual la prueba ofrecida acerca del enriquecimiento no podrá ser utilizada en contra del imputado en otros posibles delitos. 


Nosotros mantenemos únicamente lo que ha incorporado la Cámara de Diputados en el sentido de precisar hasta dos años después de haber cesado en el desempeño del cargo el plazo dentro del cual  puede producirse el enriquecimiento. 


Pero sí modificamos la sanción de la Cámara de Diputados, y volvemos a la redacción vigente en lo relativo a la prueba ofrecida. Es decir, volvemos a la actual redacción del artículo 268 respecto de la prueba ofrecida, no obstante aceptar de la sanción de Diputados el plazo de dos años computados con posterioridad al cese de la función en lo relativo al enriquecimiento ilícito. 

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura nuevamente al artículo 36.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) "Artículo 36.- Sustitúyese el artículo 268 (2) del Código Penal por el siguiente: Artículo 268 (2).-  Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta al cien por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación especial perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare razonablemente un incremento en su patrimonio de significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones. La prueba que ofrezca de su enriquecimiento se conservará secreta, a su pedido, y no podrá ser invocada contra él para ningún otro efecto. Se entenderá que hubo enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se hubiese incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se hubiesen cancelado deudas o extinguido obligaciones que lo afectaban."

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca. 

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente:  a fin de ratificar la disidencia parcial que he suscripto junto con el señor senador Usandizaga, voy  a dejar constancia de mi disenso con esta redacción y con que se mantenga la norma de que la prueba se mantendrá secreta a pedido del funcionario. Considero que en el caso de un funcionario público dicha norma no corresponde.


Por otra parte, entiendo que la cuestión de los dos años dará lugar a confusiones y muy probablemente pueda hacer que se entienda que existe una suerte de caducidad o de prescripción cuando, en realidad, la norma INCLUDE turno-37.vigente -que es el artículo 67, segundo párrafo, del Código Penal, Parte General- dice, precisamente, lo contrario. Vale decir, se suspende la prescripción respecto de la investigación o la averiguación de cualquiera de estos delitos mientras el funcionario permanezca en sus funciones. Es decir que el agregado me parece peligroso.


Por estas razones dejo sentada mi posición y que voy a votar de modo adverso esta modificación.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos.

Sr. ALASINO.- Señor presidente: como tengo una especie de “master” en este tema del enriquecimiento ilícito y he hecho un minucioso estudio del asunto, quiero decir que perdemos la oportunidad de solucionarlo penalmente.


Estamos ratificando una norma que ha traído muchísimos inconvenientes. Además, hasta tiene incluso muchísimos problemas para lograr el éxito que alguna vez fuera planeado cuando se la discutió durante la presidencia de Illia.


Creo que en esta norma hubiéramos tenido que referir de qué requerimiento se trata, qué autoridad debe requerir y frente a qué autoridad el funcionario debe justificar. Porque lo que está claro es que en el Código Penal se establece un mecanismo totalmente distinto.


No sólo por aquello de que se invierte la carga de la prueba y de que hay una actitud de prejuzgamiento previo. No sólo por esto -repito-,  que es grave, sino también porque establece una especie de antejuicio antes del juicio. Este antejuicio es el que va a dar origen al juicio en el que usted está investigado y no lo está, está procesado y no lo está, está imputado y no lo está, está indicado y no lo está. Este es el resultado de esta norma.


Entonces, me parece que perdemos la gran oportunidad de corregirla, de establecer qué pasa con el requerimiento, quién debe hacerlo, frente a quién se debe justificar y si este requerimiento abre a la jurisdicción penal. Porque hay algunos que dicen que después que se  hace el antejuicio y que se investiga durante dos o tres años, nunca se abrió la jurisdicción penal, no hubo un proceso y, entonces, no pasó nada. La situación es peor: es de condena sin estar condenado y nunca se termina de establecer si la investigación sirvió para algo; por lo menos, públicamente.


Otro tema que también perdemos la oportunidad de corregir es el de los ingresos legítimos. Tal vez le debamos a Max Weber establecer con toda precisión qué es legal, qué es legítimo y qué es vigente y, asimismo, qué campos atiende cada una de estas categorías. Lo legal atiende a la ley, lo legítimo a la moral y la vigencia a la situación social o a la sociología. En esta norma incorporamos una cláusula que tiene poco que ver con la legalidad. 


¿Qué son ingresos legítimos? ¿Los legales o los que sin ser legales no son inmorales? Estamos agregando más confusión a la norma actual, que viene funcionando con muchos problemas por lo menos desde 1965 ó 1966, cuando era presidente el doctor Illia.


También quiero referirme a otro tema: la discusión durante 1964 en esta Cámara -no en la de Diputados- sobre el secreto de la prueba. Hay que leerla, porque no tiene desperdicio alguno. 


¿Por qué quedó definitivamente este párrafo? En aquella época descollaron los cordobeses, que llevaron adelante la discusión acerca de esta figura. Alguien puso el ejemplo de la dama que ingresó algún tipo de emolumento que sin ser ilegal, tal vez, era ilegítimo. Entonces, para distinguir bien los campos, por un lado se estableció la legalidad y la facultad de no INCLUDE turno-38.contradecir la ley y, por otro lado, la ilegitimidad vinculada al campo de la moral que bien podría quedar en secreto.


Ese es el origen de este párrafo de la norma. Creo que tal vez aquella discusión arroja mucha luz sobre este tema, y considero además que el hecho de mantener esta cuestión no es algo que vaya en contra de la ley, porque en otra norma o en esta misma se van a explayar o a expresar las circunstancias personales del patrimonio. 


Lo que sí es cierto y debe tenerse en claro es que estamos manteniendo el sistema del antejuicio que a uno lo señala, lo imputa y hasta lo procesa sin estar procesado y que, en definitiva, no es un juicio. Y que además termina de una manera que no deja conforme a nadie, porque como no hubo juicio y no hubo mérito para indagar, se archiva. Es decir que termina de una forma no contundente, no concluyente, tal como lo que exige la actividad procesal para definir una situación que queda indefinida.


Al modificar un artículo, nosotros no ayudamos para nada, ni siquiera damos satisfacción a lo que piden los jueces para que puedan interpretar este artículo. 


Por ello, seguiremos con la duda: si deberá requerir la autoridad administrativa o el Ministerio Público. Requiere el Ministerio Público porque todavía no es titular de la acción penal, porque ahí no la está ejerciendo. Entonces, ¿cómo va a requerir el Ministerio Público que es titular de una acción penal que todavía no ejerce?  ¿Quién va requerir? ¿En nuestro caso, el presidente del Senado; en el caso del Poder Ejecutivo, el presidente de la Nación, y en el caso de los jueces, el presidente de la Corte?


Creo además que el agregado de "ingresos legítimos" aspira en cierta forma a aclarar las cosas, pero lo que hace es confundirlas y, en mi opinión, traerá más problemas.


Por otra parte, el hecho de explicar que alguien también se enriquece pagando deudas es una tautología, porque eso está hoy totalmente definido y claro. El hecho de poner en la norma que "también se va a tender..." es un exceso de rasgarse las vestiduras, porque hoy evidentemente en el antejuicio y en el juicio esto entra en el balance general que hace el juez para determinar el enriquecimiento apreciable.


Acá aparece un punto importante: el enriquecimiento debe ser apreciable. Y además de tener relación con los ingresos legítimos o legales, el enriquecimiento debe tener relación con toda la situación personal y patrimonial vinculada a los ingresos o no. Acá tampoco lo decimos y esta ya es una cuestión jurisprudencial. 


La jurisprudencia viene estableciendo mecanismos para definir qué tipo de enriquecimiento debe ser punible; debe ser apreciable pues, de lo contrario, no será punible.


Más allá de que no dudo que la intención de los redactores de la norma fue mejorarla, creo que no satisfacemos el requerimiento de los jueces y el reclamo que formulan cuando manifiestan que esta norma no tiene aplicación, sino que dejamos todo como estaba.


Me parece conveniente establecer un mecanismo mediante el cual se lleve a cabo este tipo de acción, porque esta no es una acción común. No es posible que el antejuicio esté abierto por siempre; debe tener un plazo. Lo mismo puede decirse respecto de esta promoción del requerimiento que hará alguna autoridad que lo justifique: debe tener un límite. Y me parece que eso está bien, porque acá olvidamos que la prescripción general del Código Penal tiene dificultades para correr frente a esta norma, porque ella es distinta de todo el Código Penal; es contraria a lo que dispone ese código.


Ojalá estudiemos luego el tema con detenimiento y formulemos una iniciativa que atienda los reclamos permanentes que hacen los jueces frente a esta norma, a fin de que resulte aplicable y que permita, de alguna manera, que la disposición tenga algún resultado positivo. INCLUDE turno-39.Porque así como está, no queda bien. Y considero, señor presidente, que perderíamos la oportunidad de introducir una corrección necesaria.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Senador Alasino: ¿quiero  formular alguna propuesta concreta?

Sr. ALASINO.- No, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Señor presidente: quería realizar algunos comentarios.


En primer lugar, que en la nueva redacción del artículo 268 hemos respetado textualmente la ley sancionada por este Congreso de la Nación por la que se ratifica la Convención Interamericana de Lucha Contra la Corrupción.


Entonces, la redacción propuesta respeta exacta y textualmente la ley de la Nación por la que se ratifica la Convención Interamericana de Lucha Contra la Corrupción.


Hemos tenido en cuenta lo planteado por el señor senador Alasino. Este tema formó parte de muchos debates mantenidos en el seno de la comisión. 


Asimismo, todos los magistrados convocados por la comisión, entre ellos, el doctor Bagnasco, el fiscal Plé, así como varios tratadistas de Derecho Penal, manifestaron exactamente las mismas dudas y problemas planteados por el señor senador Alasino.


No en vano este artículo, con más de treinta años de vigencia en el Código Penal, como consecuencia de su dudosa aplicabilidad desde el punto de vista procesal y de lo controvertido desde el punto de vista constitucional, todavía no ha generado ninguna condena.


Al no existir propuestas sustitutas, como consecuencia de la derogación del artículo corríamos el riesgo de que esta conducta atípica de los funcionarios públicos -me refiero al enriquecimiento ilícito- quedara sin sanción penal. Entonces, preferimos mantener la figura típica de enriquecimiento ilícito, incluida la inversión de la carga de la prueba y, para preservar la coherencia legislativa, respetar la redacción sancionada por este Congreso en ocasión de aprobar la Convención Interamericana de Lucha Contra la Corrupción.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: he pedido el uso de la palabra para una brevísima aclaración, para no ser mal interpretado o padecer una eventual mal interpretación.


Al señalar mi disidencia con la nueva redacción propuesta por la mayoría, no lo hice por estar en desacuerdo con la figura  sino con dos aspectos puntuales como son esta suerte de caducidad o prescripción de la acción a los dos años, por un lado y, por el otro, el mantenimiento en secreto, a pedido del imputado en la causa, de la prueba que ofrezca de su enriquecimiento, modalidad que no me parece compatible con la ética. Pienso, por ejemplo, en por qué impedir a una esposa que no recibe su cuota alimentaria la posibilidad de acudir a esa prueba para reclamar un derecho que le corresponde. Y, por supuesto, hay muchos casos más.


Pero quiero dejar sentada mi total disidencia con las demás objeciones expuestas por el señor senador por Entre Ríos.


En primer lugar, la mayor parte de ellas obedece a una conceptuación, tal como actualmente está legislado, como delito de omisión.


Un jurista muy inteligente y agudo en sus observaciones -me refiero al doctor Sancinetti-, que ha escrito dos ensayos sobre la materia, sostiene que se trata de  un delito de omisión. En lo personal, creo que esto no es cierto. 


No se trata de un delito de omisión sino de un delito de acción compleja: empieza por una acción, que es la del enriquecimiento y culmina con no demostrar la legitimidad de ese enriquecimiento.


Por otra parte, tampoco es cierto que la figura sea una suerte de anomalía o cosa muy insólita dentro del Código Penal. De hecho, en el Código Penal existe un artículo sobre delitos contra la propiedad. Me refiero específicamente al artículo 176, sobre quebrados y otros deudores punibles.


Allí se establece que será reprimido como quebrado fraudulento con prisión quien hubiera incurrido en algunos de los hechos que menciona, por ejemplo, en el inciso 2), apartado II, al no justificar la salida o existencia de bienes que debiera tener, sustraer u ocultar algunas cosas, etcétera.


Vale decir que hay situaciones en las cuales, la no justificación, configura delito. Y esto no es inconstitucional ni significa inversión de la carga de la INCLUDE turno-40.prueba y tampoco significa violación de alguna garantía constitucional.


En cuanto al agregado que se hizo, como bien recordó el señor senador por Entre Ríos que fue aquí en el Senado, eso no vino en el proyecto original de autoría de Nuñez, que a su vez recoge uno de Soler y que se basa en uno más antiguo, del año 1934, de un legislador conservador que fue Jofré, sino que fue una advertencia del senador Fassi aquí en este cuerpo, en el Senado, y tuvo el sentido de salvar ciertas situaciones que él ejemplificó con aquello de la dama agraciada, pero que desgraciadamente ha sido tergiversado por más de un juez y de un jurista. No ha faltado el jurista que escriba incluso que si el funcionario público llegase a decir o a justificar en su esquema patrimonial que él formaba parte de una banda de asaltantes estaría exento de responder por el delito porque no se trataría de un delito cometido en su calidad de funcionario público y porque además esa noticia que daría el funcionario del caso no podría ser utilizada en su contra para ningún otro efecto. Eso se llegó a decir, no sólo por algún jurista sino incluso por algún juez. También he visto eso, que produce desinteligencias, a veces no intencionales, respecto de esta figura.


Hago estas aclaraciones -aunque en realidad la cuestión amerita  un debate mucho más profundo, las circunstancias no se dan para que eso suceda- a los efectos de que no se mal interprete mi posición.


Insisto en que mi disidencia radica en esos dos aspectos fundamentales, pero de ninguna manera piensen, como el señor senador por Entre Ríos, que la figura es inviable, que afecta garantías constitucionales o que implique inversión de la carga de la prueba o alguna forma insólita de comisión delictual, que sin embargo tiene otros ejemplos dentro del Código Penal y también de otras leyes especiales.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: quiero preguntar al señor  miembro informante el porqué de la modificación de este artículo 36 del dictamen de la comisión, que mantenía la redacción de la sanción de la Cámara de Diputados en cuanto a la incorporación de la persona interpuesta para disimular el enriquecimiento ilícito en su artículo 38.


En cuanto al artículo 38 de la sanción de la Cámara de Diputados, el dictamen de la mayoría dice que incurrirá en esta figura del artículo 268 quien no justificare la procedencia lícita de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo ocurrida con posterioridad. En el párrafo final sanciona a la persona interpuesta, pero en la redacción que se acaba de leer el testaferro, es decir la persona interpuesta para disimularlo, no está. Es por eso que le pregunto al miembro informante el porqué de esta exclusión.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: en cuanto al artículo 36 del dictamen de comisión seguramente hubo un error en su transcripción. Me refiero al artículo que se le entregó a la Secretaría, porque tampoco figura que se mantiene de la sanción de la Cámara de Diputados el tema de los dos años. Así que seguramente debe haber algún problema con el borrador que se le dio a la Secretaría, razón por la cual sería bueno que se leyera todo el artículo para establecer taxativamente cómo quedaría sancionado.


Es decir que hay una modificación en la redacción del artículo 36 del dictamen de la Comisión, en lo que respecta a la figura típica que está contemplada en la Convención de Lucha Contra la Corrupción, que habla de no justificar razonablemente un incremento de su patrimonio de significativo exceso respecto de su ingreso legítimo durante el ejercicio de sus funciones. Se mantienen los dos años con posterioridad al cese de la función y lo que viene de la Cámara de Diputados en cuanto a la penalización a la persona interpuesta, al llamado testaferro. Se elimina de la sanción de la Cámara de Diputados el valor probatorio del elemento aportado respecto del INCLUDE turno-41.enriquecimiento. 


Teniendo en cuenta estas ideas, pido que se lea cómo quedaría redactado el artículo para ver si existe acuerdo.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se dará lectura a la redacción final del artículo en consideración.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) “Sustitúyese el artículo 268 (2) del Código Penal, por el siguiente: 


“Artículo 268 (2): Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta al cien por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación especial perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare razonablemente un incremento en su patrimonio de significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño.”

Sr. YOMA.- Luego seguiría la redacción del dictamen de comisión.

Sr. BERHONGARAY.- Falta incluir lo referido al testaferro.

Sr. YOMA.- ¿Me permite, señor presidente?

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Sí, señor presidente.

Sr. YOMA.- Lo que pasa es que al adoptar el texto de la Convención de Lucha Contra la Corrupción no se refiere en su redacción al tema de la persona interpuesta. Sí se la menciona en la parte final del artículo en consideración, sancionándosela con la misma pena que al autor. 


Entonces, habría que incorporar en el artículo 268 del Código Penal la figura de la persona interpuesta.

Sr. BERHONGARAY.- Sería la redacción del artículo 36 del dictamen de mayoría...

Sr. YOMA.- Podemos mantener la redacción del artículo 268 sin tener en cuenta...

-Varios señores senadores hablan a la vez.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se leerá nuevamente lo que se agregaría en el artículo 36.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) Luego de “el ejercicio de sus funciones”, diría: “y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño.” Y al final del artículo, luego de “obligaciones que lo afectaban.” debe decirse: “La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con la misma pena que el autor del hecho.”

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Eso no es lo que dice el dictamen de la mayoría  ni la sanción de la Cámara de Diputados.


Al referirse al incremento del patrimonio, el dictamen de  mayoría dice “enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo”. Después, a través del último párrafo, se sanciona al testaferro.


Pero aquí se excluye al testaferro como un medio para el incremento patrimonial.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Señor presidente: en realidad, la figura de la persona interpuesta, llamada testaferro, no ha sido dejada de lado por la redacción del dictamen. Al contrario, en la última parte se establece la misma pena para el autor y para la persona interpuesta para disimular el enriquecimiento.


Lo que se trató de hacer en la primera parte, al describir la figura típica, fue adoptar un texto que se adecuase textualmente a la ley que aprobó este Congreso, por la que se ratifica la Convención Interamericana de Lucha Contra la Corrupción.


Lo que plantea el señor senador Berhongaray no incorpora nada nuevo a lo que ya dice el artículo, es decir, la sanción a la persona interpuesta. Pero nos obligaría a dejar de lado lo que suscribió nuestro país al ratificar la mencionada Convención. De todos modos, es una decisión que debemos tomar. 


Que quede absolutamente claro que según la última parte del artículo  propuesto por el dictamen de comisión la persona interpuesta para disimular el enriquecimiento, llamada testaferro, recibe la misma pena que el autor del delito.

Sr. BERHONGARAY.- Eso está claro.

Sr. YOMA.- Reitero: si adoptamos la redacción que plantea el señor senador Berhongaray, dejaríamos de lado lo que el Congreso ha votado a fin de ratificar la Convención Interamericana de Lucha Contra la Corrupción.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En definitiva, la comisión no acepta la propuesta formulada por el señor senador por La Pampa.

Sr. YOMA.- La Comisión no acepta ni deja de aceptar. Creo que no cambia el sentido ni la sanción penal de las conductas típicas.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: solamente pregunté por qué la propia comisión había modificado su dictamen que, en el artículo 36, sí incluía la figura del testaferro en consonancia con el artículo 38 de la sanción de la Cámara de Diputados.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: no quiero reiterar el concepto, pero la figura del testaferro está incluida taxativamente en la última parte del artículo y recibe la misma pena que el autor del delito.


Si la Cámara considera que es conveniente que abandonemos la figura típica que el país suscribió cuando sancionó la ley que ratificó la Convención Interamericana, no hay problemas en mantener la redacción actual del artículo 268, como lo quiere el señor senador Berhongaray.


El sentido de la modificación, simplemente, es tener coherencia legislativa con los acuerdos suscriptos por la Argentina y con lo que legislamos en el derecho interno.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Está claro, señor senador.


La Presidencia indica al señor senador por La Pampa que el debate ha sido suficientemente esclarecedor y no hay contradicción en las posturas planteadas.


Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: en este aspecto, ratifico la sanción de la Cámara de Diputados porque entiendo que es más clara.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: la Comisión no aceptará las modificaciones.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Ha sido aprobado por mayoría.

-Se enuncia el artículo 37.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Por Secretaría se va a dar lectura a las modificaciones propuestas por la comisión.

Sr. PROSECRETARIO (Pontaquarto).- (Lee:) El artículo queda redactado de la siguiente forma. Incorpórase como artículo 268 (3) el siguiente: “Artículo 268 (3): Será reprimido con prisión de 15 días a 2 años e inhabilitación especial perpetua el que, en razón de su cargo estuviere...” y sigue la redacción del artículo tal como está impreso en el Orden del Día.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En consideración el artículo con las modificaciones aceptadas por la comisión.


Tiene la palabra el señor senador por San Luis.

Sr. AGÚNDEZ.- Señor presidente: no participo de la idea de reformar el Código Penal cada vez que sancionamos una ley. De todas maneras, para que podamos aprobar este artículo, debería modificarse el artículo 45 ya que a través de él se invita a las provincias y al gobierno autónomo de la Ciudad de Buenos Aires a dictar normas sobre esta ley. Entonces,  podría suceder que haya funcionarios a los que se les aplique el Código Penal y otros a los que no, sobre todo en lo atinente a la declaración de sus bienes y a la información maliciosa sobre éstos.


Me parece que el artículo 45 debería decir que las provincias deberán adaptar su legislación a esta futura ley. De lo contrario, la delegación que hacen los estados provinciales a la Nación sobre los códigos de fondo no se cumple y podrá ser declarada inconstitucional.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- La Presidencia le solicita que formule su sugerencia cuando se llegue al artículo 45.

Sr. AGÚNDEZ.- Perdón, señor presidente.


Es que es en base a esa modificación que podría o no aprobarse el artículo en cuestión.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- No entendí bien, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por San Luis.

Sr. AGÚNDEZ.- Señor presidente: lo que digo es que si se aprueba el artículo 37 y, por otro lado, por el artículo 45 se dice que se invita a las provincias a que sancionen una ley de este tipo, vamos a tener en el tiempo funcionarios provinciales y nacionales sujetos bajo distintas normas penales en lo que hace a las declaraciones juradas de bienes.


Por lo tanto, 
INCLUDE turno-43.la delegación constitucional que hacen los estados provinciales a la Nación no se cumpliría en este artículo. En consecuencia, nosotros votaremos a favor de este artículo si se decide modificar el 45; de lo contrario, votaremos negativamente el artículo en tratamiento.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- Es muy atinada la observación del señor senador Agúndez, por lo que aceptamos su propuesta. O sea, que se modifique el artículo 45, en lo relativo a la invitación a las provincias.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se va a llamar para formar quórum.



-Así se hace.

-Luego de unos instantes:

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 37 con las modificaciones aceptadas por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Ha resultado aprobado por unanimidad.


Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Me voy a referir a una cuestión metodológica.


Al sancionarse la figura del soborno internacional -creo que fue en el artículo 34 de este proyecto- no se especificó en qué parte del Código Penal se incorporaría este nuevo delito. No hay ningún artículo de referencia. Por ello, he conversado al respecto con algunos señores senadores y hemos llegado a una conclusión. En ese sentido, propongo que, a continuación del cohecho activo, que es la figura del 258, se señale que se incorpora como artículo 258 bis del Código Penal la del soborno internacional, de acuerdo con el texto leído anteriormente. En consecuencia, haría falta reconsiderar el artículo 34, a fin de introducir este agregado. 

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- En consideración la moción de reconsideración formulada por el señor senador por La Rioja.



Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-La votación resulta afirmativa.

PRESIDENTE (Cafiero).- Ha sido aprobada por unanimidad.

-Se enuncian y aprueban los artículos 38, 39, 40 y 41.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se va a llamar para formar quórum.




-Luego de unos instantes:




-Se enuncia el artículo 42.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa.

Sr. BERHONGARAY.- En el debate en general solicité que las declaraciones juradas sean efectuadas desde el comienzo de la función pública. Por lo tanto, pido que se agregue esta propuesta como último párrafo del artículo 42.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. YOMA.- En el artículo 43 nosotros establecemos que el plazo dentro del cual los funcionarios deben presentar sus declaraciones juradas es de treinta días después de la asunción del cargo público. No entiendo cuál es el sentido de esta propuesta. ¿Usted sugiere que eso se haga el mismo día de la asunción del cargo?

Sr. BERHONGARAY.- No. El artículo 42 quedaría redactado así: INCLUDE turno-44."Los magistrados, funcionarios y empleados alcanzados por el régimen de las declaraciones juradas establecido en la presente ley, que se encontraren en funciones a la fecha en que el régimen se ponga en vigencia deberán cumplir con sus presentaciones dentro de los treinta día siguientes a dichas fechas". Hasta aquí la redacción es igual.


Luego propongo que se agregue: "Dichas declaraciones juradas deberán ser efectuadas desde el comienzo de su función pública".

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: creo que el señor senador por La Pampa está confundido. El artículo 42 se refiere a los que están actualmente en funciones y no a los que asumen nuevas funciones.


Por lo tanto, no se acepta la propuesta porque es impracticable. 

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 42 tal como lo propone la comisión, es decir, sin modificaciones. 

-La votación resulta afirmativa.
-Se enuncian y aprueban los artículos 43 y 44.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se deja constancia de que estos artículos fueron aprobados por unanimidad.

-Se enuncia el artículo 45.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Hay una modificación solicitada por el señor senador por San Luis.  Pido al señor senador que dé forma a la modificación que propone.

Sr. AGÚNDEZ.- Diría así: “Las provincias deberán adaptar sus legislaciones a esta ley.” El actual texto del artículo dice: “Se invita a las provincias y al Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires para que dicten normas sobre regímenes de declaraciones juradas, obsequios e incompatibilidades vinculadas con la ética de la función pública.”  A mi juicio, debería decir que las provincias, en forma imperativa, cumplan esta ley.

VARIOS SEÑORES SENADORES.- No.

Sr. MAYA.- Se invita a las provincias...

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja.

Sr. YOMA.- Señor presidente: esto no es lo que planteaba el señor senador Agúndez en la propuesta de modificación que oportunamente formulara. En su momento él se refería a que no se podía invitar a las provincias a adherir al Código Penal dado que la sanción para quien no presente declaración jurada es una norma penal. 


Nosotros hemos aceptado como atinada la propuesta que formuló en ese sentido. En efecto, no es facultativo de las provincias adherir al Código Penal Argentino. Rige en los hechos. Pero en el artículo 45 del dictamen la invitación que se hace se refiere exclusivamente a regímenes de declaraciones juradas, obsequios e incompatibilidades vinculadas con la ética de la función pública. No se refiere al Código Penal. Por ende, creo que es correcta la redacción del artículo 45 tal cual está en el dictamen de comisión. 


Por lo tanto, no aceptamos la propuesta de modificación formulada por el señor senador por San Luis.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza.

Sr. GENOUD.- Señor presidente: quiero decir que vamos a votar apoyando lo que señala el presidente de la comisión.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 45 propuesto por la comisión.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda aprobado por unanimidad.

-El artículo 46 es de forma.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Queda sancionado el proyecto de ley.
 Vuelve a la Honorable Cámara de Diputados.


Corresponde considerar los pedidos de inserción formulados por los señores senadores.


Tiene la palabra el señor senador por Catamarca.

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: solicito la inserción en el Diario de Sesiones de los textos que he propuesto oportunamente.

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Se van a votar las inserciones solicitadas por los señores senadores.

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Quedan aprobadas por unanimidad.


Se procederá en consecuencia.

�Ver el Apéndice.


�Ver el Apéndice.





